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PRESENTACIÓN

El Centro de Altos Estudios Nacionales - Escuela de Posgrado (CAEN - EPG), el Centro 
Nacional de Planeamiento Estratégico (CEPLAN) y el Centro de Estudios Estratégicos 
del Ejército del Perú (CEEEP) se unen para presentar esta publicación que muestra 
el trabajo colaborativo existente entre estas tres instituciones. Ambiente Estratégico 
2022: Seguridad, Desarrollo y Defensa Nacional es el resultado de un proyecto diseñado 
e implementado conjuntamente por el CAEN-EPG, el CEPLAN y el CEEEP, que 
busca promover tanto la discusión y la generación de ideas para enfrentar los retos 
relacionados a la Seguridad, el Desarrollo y la Defensa Nacional, como la mejora de 
competencias relacionadas a la comunicación estratégica escrita de los profesionales 
que vienen realizando la Maestría en Desarrollo y Defensa Nacional en el CAEN-EPG. 

Con dicho objetivo, los alumnos de la mencionada maestría recibieron, como primer 
paso, una capacitación sobre redacción de artículos científicos, tomándose como 
referencia la “Guía de Redacción de Artículos Académicos” producida por el CEEEP. 
Posteriormente, los alumnos eligieron sus respectivos temas de investigación para 
formular un artículo académico, considerando las líneas de investigación del CAEN-
EPG, enmarcados en las áreas de Seguridad, Desarrollo y Defensa Nacional, con la 
particularidad de que aquellos maestristas miembros del Ejército del Perú debían 
escoger su tema de investigación de la “Lista de Temas Estratégicos Claves del Ejército 
del Perú”, documento formulado por el CEEEP para ayudar a la comunidad de 
investigación a enfocarse en aquellos temas de mayor relevancia para el Ejército del 
Perú, el Sector Defensa y el país. Cabe resaltar que, durante el proceso de redacción 
de los artículos, los maestristas fueron asesorados por un grupo de profesores del 
CAEN-EPG, con la finalidad de ayudarles a mejorar la calidad de sus productos. Tras 
un proceso de selección y edición realizado por el CEEEP, esta publicación recoge diez 
de los artículos formulados por los alumnos de la Maestría en Desarrollo y Defensa 
Nacional del CAEN-EPG, constituyendo no solo un valioso aporte a la Seguridad, el 
Desarrollo y la Defensa Nacional, sino también un claro ejemplo del compromiso 
colaborativo existente entre estas tres instituciones.

En la primera parte de esta publicación, referida al Futuro, el Coronel FAP Juan 
Ricardo Ruesta Changman, en el artículo titulado “La Operación de Aeropuertos 
para Gestionar Ayuda Humanitaria: Un Constante Reto para las Fuerzas Armadas 
del Perú,” examina la necesidad de convertir un aeropuerto en un centro logístico 
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para la gestión de ayuda humanitaria en caso de un sismo de gran magnitud, ya 
que -generalmente- se sobrepasa su capacidad instalada. Ante ello, manifiesta el 
autor, los Comandos Operacionales del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas 
del Perú deben estar preparados para superar rápidamente los momentos críticos 
posteriores al sismo y asegurar la operatividad del aeropuerto más cercano a la zona 
del desastre a fin de convertirlo en un eficiente centro logístico para la gestión de 
la ayuda humanitaria. Igualmente, el Coronel EP Alex Juan Cárdenas Medina, en el 
artículo titulado “Migración Venezolana: ¿Preocupación para la Seguridad Nacional 
u Oportunidad para el Desarrollo Nacional?,” manifiesta que el Perú es el segundo 
país que más migrantes y refugiados venezolanos ha recibido en los últimos años, 
generando diversos desafíos al Estado peruano. En ese contexto, el autor analiza 
si la migración venezolana debe ser considerada como una preocupación para la 
seguridad nacional o, por el contrario, debe ser percibida como una oportunidad para 
el desarrollo nacional. Adicionalmente, el Coronel EP Hebert José Pari Navarro, en el 
artículo titulado “La Energía Eólica en el Desarrollo y la Seguridad Energética del Perú,” 
señala que los combustibles fósiles son la principal fuente de energía a nivel mundial, 
pero también son los principales responsables del calentamiento global y del cambio 
climático. Por lo tanto, se requiere la sustitución gradual de energía de combustibles 
fósiles por la proveniente de fuentes renovables, acompañada de un uso más eficiente. 
Considerando la situación del sector energético del país, el autor ofrece una propuesta 
para aprovechar la energía eólica en el Perú y lograr la diversificación de la matriz 
energética, involucrando tanto al Estado como al sector privado. Finalizando esta 
primera parte, el Capitán de Navío MGP Jorge Denegri Boltan, en el artículo titulado 
“Construcción Naval: Forjando Antiguas Estrategias de Desarrollo Competitivo,” 
señala que la construcción naval es una actividad dentro de la industria naval que 
favorece el desarrollo económico, genera puestos de trabajo altamente calificados, 
mejora la competitividad del país; sin embargo, necesita -fundamentalmente- de la 
participación del Estado para su sostenimiento en el tiempo.

En la segunda parte de esta publicación, referida a los Fines Geopolíticos y Estratégicos, 
el Coronel del Ejército de Brasil Alexandre Baretta, en el artículo titulado “Operación 
Verde Brasil: Contribuciones y Retos para la Preservación de la Amazonía,” indica 
que las pautas ambientales y la preservación de la Amazonía son temas que dominan 
el escenario internacional y requieren acciones efectivas de los gobiernos para la 
protección y desarrollo sostenible de este importante patrimonio. En ese sentido, 
el autor analiza las contribuciones de la Operación Verde Brasil ejecutada entre los 
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años 2019 y 2021 para proteger y preservar la Amazonía brasileña, a través de acciones 
de las Fuerzas Armadas tendientes a potenciar las capacidades de los órganos de 
fiscalización ambiental, limitando la deforestación y combatiendo a las organizaciones 
delictivas presentes en esta región. Asimismo, el Capitán de Navío MGP Humberto 
Martínez Mujica, en el artículo titulado “Disputas Hegemónicas en el Indo-Pacífico 
y su Impacto en el Perú,” examina la situación de inestabilidad del Indo-Pacífico, 
originada por las disputas hegemónicas entre Estados Unidos y la República Popular 
China, así como de ésta última con Malasia, Filipinas, Taiwán, Vietnam, Brunei y Japón, 
sobre territorios marítimos reclamados por cada una de las partes. Igualmente, el 
autor analiza cómo este escenario afecta a las líneas de comunicaciones marítimas del 
Perú, que fluyen desde sus costas hasta los principales puertos del sudeste asiático, 
tomando en cuenta que estas concentran la mayoría de las rutas del comercio peruano. 
Terminando esta segunda parte, el Comandante FAP Edwin Ocampo Marquina, en 
el artículo titulado “Plataforma Continental y Soberanía Marítima: Una Controversia 
Argentino – Chilena,” manifiesta que, en el año 2021, Chile hizo oficial su reclamo 
frente a los límites marítimos que se impusieron en el Tratado de Paz y Amistad de 
1984. Este es un debate con algunos  antecedentes históricos y grandes repercusiones 
a nivel diplomático, entre Chile y Argentina. Desavenencia que casi los lleva a una 
guerra a finales de la década de 1970 y que, nuevamente, se hace presente, pero con 
aires de intermediación diplomática y pacífica gracias al derecho internacional. En 
ese sentido, el autor indica que las relaciones diplomáticas entre Chile y Argentina 
continuarán siendo tensas hasta que se resuelva esta disputa.

En la tercera parte de esta publicación, referida a la Evaluación de las Amenazas, el 
Coronel PNP Eduardo Martín Cruz Chávez, en el artículo titulado “Sendero Luminoso 
y su Alianza con el Narcotráfico en el VRAEM,” aborda la relación existente entre los 
remanentes del grupo terrorista Sendero Luminoso y las organizaciones criminales 
dedicadas al narcotráfico en el valle de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM). 
En ese sentido, según el autor, mientras que el Estado no planifique, desarrolle y 
ponga en marcha un programa efectivo para enfrentar en simultáneo el problema 
del terrorismo y narcotráfico, estos seguirán existiendo como un mal endémico 
que afecta a la población y, por consiguiente, a la economía y el desarrollo del país. 
Adicionalmente, el Coronel PNP Miguel Ángel Contreras Gallegos, en el artículo 
titulado “Desafíos del Empleo de las Fuerzas Armadas en Apoyo a la Policía Nacional 
del Perú para la Seguridad Ciudadana,” señala que la seguridad ciudadana es 
responsabilidad de la sociedad en su conjunto, involucrando no solo a las entidades 
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del Estado, sino también a la empresa privada e incluso a la comunidad organizada. 
Este esfuerzo debería converger en el logro de vivir en armonía, posibilitando el 
desarrollo de las actividades cotidianas con normalidad. En ese contexto, el autor 
analiza la capacidad de respuesta de las Fuerzas Armadas para apoyar a la Policía 
Nacional del Perú en la seguridad ciudadana. Finalizando esta tercera parte, el 
Capitán de Navío MGP Eduardo Israel Zamora Chung, en el artículo titulado  “Alcances 
Legales para el Uso de la Fuerza Durante las Operaciones Guardacostas: Un Tema 
Pendiente,” manifiesta que las actividades industriales y productivas en el ámbito 
marítimo, que promueven el desarrollo socioeconómico del país, requieren que la 
Dirección General de Capitanías y Guardacostas de la Marina de Guerra del Perú 
– Autoridad Marítima Nacional garantice la seguridad de las mismas. Para ello, las 
Operaciones Guardacostas, realizadas dentro del ejercicio de la Autoridad Marítima, 
deben enmarcarse en el debido proceso legal. En ese sentido, según el autor, resulta 
imprescindible que dicha autoridad cuente con reglas claras para el adecuado uso de 
la fuerza, ya que, actualmente, carece de un adecuado marco legal que salvaguarde a 
su personal y que haga más eficiente su capacidad de respuesta.

Finalmente, el CAEN-EPG, el CEPLAN y el CEEEP esperan que estos artículos sean del 
interés y agrado de los lectores, y fomenten el análisis, la discusión y la generación de 
ideas que contribuyan al proceso de toma de decisiones en los diferentes niveles del 
Estado peruano.

Walter Astudillo Chávez 
General de División(r) 
Director General del CAEN-EPG

Giofianni Peirano Torriani 
Magister 
Presidente del Consejo Directivo  
del CEPLAN

Paul Vera Delzo 
Coronel 
Director del CEEEP
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La Operación de Aeropuertos para 
Gestionar Ayuda Humanitaria: Un 
Constante Reto para las Fuerzas 
Armadas del Perú

Juan Ricardo Ruesta Changman

Resumen

En el presente artículo se analiza la necesidad de convertir un aeropuerto en un centro 
logístico para la gestión de ayuda humanitaria en caso de un sismo de gran magnitud, ya que 
–generalmente– se sobrepasa su capacidad instalada. Ante ello, los Comandos Operacionales 
del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas del Perú deben estar preparados para 
superar rápidamente los momentos críticos posteriores al sismo y asegurar la operatividad 
del aeropuerto más cercano a la zona del desastre a fin de convertirlo en un eficiente centro 
logístico para la gestión de la ayuda humanitaria. En atención a la fase de preparación de la 
Ley del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres del Perú, resulta imprescindible 
que los Comandos Operacionales organicen los recursos disponibles e incluyan a entidades 
o empresas que puedan apoyar la gestión del aeropuerto, a fin de incrementar la capacidad 
logística para el manejo de grandes volúmenes de ayuda humanitaria.

Palabras clave: Aeropuerto, Terremoto, Ayuda Humanitaria, Capacidad Logística, 
Fuerzas Armadas.

Introducción

El 15 de agosto del 2007, en la ciudad de Pisco, se produjo un terremoto de siete grados 
en la escala de Richter.1 Tras dicho evento, el Grupo Aéreo N° 51, que se encontraba 
alojado en la Base Aérea de Pisco y contiguo al aeropuerto, activó sus planes de 
emergencia (como evacuación del personal, de aeronaves y prevención ante tsunami) 
y, posteriormente, condujo acciones de rescate, dando a conocer el impacto del 
terremoto a través del reporte de las primeras cifras de fallecidos, damnificados y 
estructuras colapsadas.
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Habiéndose evaluado la condición del aeropuerto y constatándose que sólo se disponía 
de la pista de aterrizaje, ya que la pista auxiliar se encontraba agrietada y también 
había sido parcialmente inundada por el tsunami, el Grupo Aéreo N° 51 estableció 
comunicación con los Comandos en Lima y solicitó la primera aeronave para evacuar 
heridos. Esa aeronave logró aterrizar ocho horas después del terremoto y fue la 
primera de todas las que comenzaron a arribar transportando ayuda humanitaria 
y personal (de rescate, médicos, militares y autoridades, entre otros). Sin embargo, 
la gestión de estas aeronaves resultó problemática y hasta ineficaz, debido a que el 
aeropuerto comercial de Pisco no contaba con rampa para aeronaves y equipos para 
descarga, ni escaleras portátiles para desembarque de pasajeros. 

Frente a esta situación, se emplearon las instalaciones y los limitados medios de apoyo 
de la Base Aérea de Pisco, que asumió el control de todas las operaciones logísticas, 
tratando de organizar al personal militar y los medios disponibles que permitieran 
atender aeronaves de carga, teniendo que efectuar su descarga a fuerza de personal 
(muchas veces en fila y de brazo en brazo; otras veces, a fuerza grupal para descargar 
bultos más pesados o equipos diversos). Este tipo de operación ocasionó demoras 
significativas por la excesiva permanencia de aeronaves en la rampa de vuelo que 
impedía el arribo de otras, causando un ineficiente manejo de la ayuda humanitaria y 
consiguiente retraso en la asistencia a la población afectada.

La experiencia descrita demostró que, ante un sismo de gran magnitud, el aeropuerto 
más próximo a las zonas afectadas debe transformase en un centro de descarga de 
ayuda humanitaria, ya que es la forma más rápida de atender a la población afectada. 
Consecuentemente, resulta imprescindible que las Fuerzas Armadas (FF. AA.) desarrollen 
procedimientos estandarizados para operativizar rápidamente el aeropuerto más 
próximo a una zona afectada, contando con una organización ágil y eficiente para 
gestionar la ayuda humanitaria. En ese sentido, en este artículo se proponen mecanismos 
para organizar, preventivamente, los recursos humanos y materiales disponibles, como 
parte de la fase de preparación de la Ley de Gestión del Riesgo de Desastres. 

Experiencias sobre la Gestión de Ayuda Humanitaria en un Aeropuerto

Sin duda, un sismo de gran magnitud afecta las vías terrestres, las viviendas y los 
servicios esenciales que requiere la población. Diferentes instituciones del Estado, 
la comunidad internacional, las empresas privadas (nacionales e internacionales), 
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así como las organizaciones no gubernamentales envían ayuda humanitaria sin 
una adecuada priorización y, generalmente, sin paletizar.2 Todo este volumen de 
ayuda humanitaria sobrepasa la capacidad de un aeropuerto, como lo ocurrido en el 
terremoto de Pisco del año 2007, en donde se sobrepasó la capacidad de manejo de 
carga del aeropuerto local y de la Base Aérea, ocasionando la demora en la atención de la 

población afectada.

Al respecto, el Instituto Nacional de Defensa Civil, en sus Lecciones Aprendidas del 
Sur, señala que el terremoto produjo daños a la infraestructura con interrupción 
de las vías terrestres,3 que obligó a utilizar medios aéreos para trasladar la ayuda 
humanitaria.4 Para ello, se estableció un puente aéreo entre Lima y la Base Aérea de 
Pisco, con vuelos diurnos y nocturnos de aeronaves y helicópteros de las FF. AA., la 
Policía Nacional del Perú (PNP), empresas privadas y fuerzas aéreas de otros países. 
En ese contexto, la Base Aérea de Pisco se convirtió en el Centro de Operaciones 
de Emergencia Avanzado,5 enfrentado serios problemas en el proceso de descarga 
por no contar con equipos adecuados (montacargas). Asimismo, la carga llegaba a 
granel y en desorden (sin adecuada priorización), teniendo que efectuar la descarga 
con el poco personal disponible. Esta situación ocasionó que la rampa de vuelo 
permaneciera llena de aeronaves, limitando la llegada de más ayuda, a pesar de contar 
con el apoyo de operadores logísticos internacionales como la compañía DHL,6 que 
desplegó personal y equipo de manipuleo de carga para organizar la cadena de bienes 
de ayuda humanitaria.7

En efecto, la Base Aérea de Pisco, a cargo de la Fuerza Aérea del Perú (FAP), atendió 535 
vuelos y 1,026 toneladas de ayuda humanitaria en 30 días,8 mostrando deficiencias y 
dejando lecciones aprendidas como las reportadas por la FAP (en cuanto a la necesidad 
de contar con almacenes de mayor capacidad, equipos de apoyo para manejo de carga 
e incremento de personal para seguridad y funcionamiento de la base)9 y DHL (en 
cuanto a la falta de preparación para la respuesta y el déficit de personal entrenado 
en operaciones de emergencia, que dificultó el manejo de carga y almacenaje).10 Por lo 
tanto, la experiencia demuestra que -ante un sismo de gran magnitud- un aeropuerto 
debe convertirse en un centro logístico para manejo de ayuda humanitaria, ya que -a 
partir del primer día posterior al evento sísmico- se recibirá un mayor número de 
vuelos, sobrepasando la capacidad en rampa, afectando los procesos de descarga y 
requiriendo una mayor capacidad de almacenaje. Sin duda, se requiere la formulación 
de planes preventivos para enfrentar este tipo de contingencias.
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Responsabilidad de los Comandos Operacionales 

Con respecto a la participación de las FF. AA. ante una situación de crisis, resulta 
clave mantener el principio de unidad de comando para potenciar las capacidades 
de los medios disponibles de cada institución armada y coordinar los esfuerzos entre 
componentes, de acuerdo con el ámbito de su competencia. En ese sentido, ocurrido 
el terremoto de Pisco, se evidenció la importancia de la participación de las FF.AA. 
para establecer puentes aéreos, a través de sus recursos humanos y materiales, 
permitiendo la evacuación de heridos y el traslado de la ayuda humanitaria.11 Sin 
embargo, la participación del Comando Operacional del Centro fue imprescindible 
para actuar de manera coordinada,12 liderando la participación de las FF.AA. y 
articulando los esfuerzos para operar el Centro de Operaciones de Emergencia.

En este punto, es necesario tener en cuenta que la Ley del Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres (SINAGERD), en su fase de preparación,13 estipula 
que las FF.AA., los gobiernos regionales y los gobiernos locales deben organizar los 
recursos disponibles, de acuerdo con el estudio de riesgos en las zonas de influencia, 
y deben formular planes para afrontar un desastre.14 En consecuencia, resulta clave la 
conformación de una organización en cada Comando Operacional, capaz de liderar la 
ejecución de los planes de contingencia (regionales y locales) y articular las capacidades 
tanto de sus componentes, como de las entidades públicas y las empresas privadas. 
Cabe resaltar que la realización de talleres, planeamientos o reuniones no requerirán 
de presupuestos financieros adicionales; tan solo, del empleo de la infraestructura 
disponible.

Sistemas de Ayuda Humanitaria Internacional

Adicionalmente, se debe tener en cuenta que existen compañías internacionales 
que facilitan la gestión de la ayuda humanitaria ante un sismo de gran magnitud, 
apoyando al país afectado. Una de ellas es DHL, que dentro de su organización cuenta 
con dos tipos de respuesta para apoyar operaciones logísticas: el Equipo de Respuesta 
ante Desastres (DRT, por sus siglas en inglés)15 y el Programa de Preparación de los 
Aeropuertos para Desastres (GARD, por sus siglas en inglés).16 Por una parte, el DRT 
está conformado por empleados voluntarios de DHL, que han sido preparados y 
entrenados para ejecutar operaciones logísticas en un aeropuerto. Ante un desastre, 
los miembros del DRT son desplegados junto con diversos equipos (montacargas, 



Juan Ricardo Ruesta Changman

17Serie de Cuadernos de Análisis Estratégicos

laptops, paletas de madera, etc.) para gestionar altos volúmenes de carga de ayuda 
humanitaria, tal y como ha sucedido en los terremotos de Pisco (2007),17 Nepal (2015),18 
Ecuador (2016),19 y Haití (2016),20 entre otros.

Por otra parte, desde el año 2009, el GARD, junto al Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, ha realizado programas de entrenamiento en diferentes 
aeropuertos para preparar al personal y la infraestructura a fin de afrontar un desastre, 
buscando establecer un plan de respuesta para cada aeropuerto,21 como el realizado 
para los aeropuertos de Lima y Pisco, en marzo de 2014.22 Este plan detalla el material 
de apoyo de las entidades públicas y privadas cercanas al aeropuerto (montacargas, 
grúas, carretas, camionetas, parihuelas, carpas, etc.), con datos de las entidades 
contribuyentes, personas responsables, equipos y materiales. Por consiguiente, el 
entrenamiento, la preparación y la implementación de planes resultan clave, ya que 
permiten incrementar la capacidad de manejo de carga logística de un aeropuerto 
para gestionar de manera óptima la ayuda humanitaria en caso de un desastre.

Además, el Sistema de Cooperación entre las Fuerzas Aéreas Americanas (SICOFAA) 
es otro importante instrumento para afrontar las operaciones aéreas logísticas en un 
aeropuerto.23 Inmediatamente después de un sismo de gran magnitud, el SICOFAA 
pone a disposición del país afectado medios aéreos, pilotos y equipos para incrementar 
la capacidad aérea en la zona del desastre. En base a la experiencia, todo país afectado 
requiere más medios aéreos, con tripulaciones que los opere, que suplan el déficit para 
operaciones aéreas especiales (como evacuaciones, operaciones aéreas en campos de 
altura, etc.) y que agilicen el proceso de atención de la ayuda humanitaria.

Asimismo, se debe tener en cuenta que estos medios aéreos requieren zonas de 
estacionamiento, equipos de soporte, recarga de combustible, alojamiento de 
tripulantes, por lo que el SICOFAA cuenta con un sistema para mantener comunicación 
inmediata, denominado Sistema de Informática y Telecomunicaciones de las Fuerzas 
Aéreas Americanas (SITFAA),24 así como con dos programas informáticos, uno que agiliza 
el proceso operativo, denominado Sistema Integrado de Comando y Control (ICC, por 
sus siglas en inglés),25 y otro para el proceso logístico, denominado Módulo Unificado 
de Logística Aérea (MULA). En el año 2014, el SICOFAA realizó un entrenamiento en 
los aeropuertos de Lima y Pisco,26 con participación de 13 fuerzas aéreas, y asistió la 
respuesta en las emergencias de Ecuador (2016) y del fenómeno del Niño Costero de 
Perú (2017). Por lo tanto, resulta fundamental la ejecución de entrenamientos con el 
SICOFAA, en coordinación con los Componentes Aéreos de los Comandos Operacionales.
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Conclusiones

La experiencia ha demostrado que -ante un sismo de gran magnitud- un aeropuerto 
debe convertirse, rápidamente, en un centro logístico aéreo para gestionar una gran 
cantidad de aeronaves y carga de ayuda humanitaria. Por consiguiente, las FF.AA. deben 
realizar entrenamientos y establecer planes con procedimientos estandarizados para 
operativizar el aeropuerto más próximo a una zona afectada por un desastre. Para ello, 
los comandantes de los Comandos Operacionales deben disponer que sus respectivos 
Componentes Aéreos organicen “talleres para operativizar los aeropuertos.” Este 
taller lo debe liderar el jefe de la dependencia militar más próxima al aeropuerto, ya 
que es quien establecerá el contacto inicial de ocurrir un sismo de gran magnitud. Por 
ejemplo, el Ala Aérea N° 3 estaría a cargo del taller en el aeropuerto de Arequipa, la 5ta  
Brigada de Montaña en el aeropuerto del Cuzco, la  Capitanía de Ilo en el aeropuerto 
de Ilo, y así respectivamente. Cabe recalcar, que este tipo de talleres no genera gastos 
adicionales, ya que emplea la infraestructura disponible. 

Adicionalmente, el taller debe ser organizado de manera conjunta con las autoridades 
del aeropuerto, coordinando la participación de todas las entidades estatales y privadas 
que puedan aportar material o personal para incrementar la capacidad del aeropuerto 
ante un desastre. Asimismo, el taller debe: (1) Dar a conocer los principios legales y 
rectores del SINAGERD; (2) Demostrar la necesidad de organizarse previamente para 
operativizar el aeropuerto, incluyendo experiencias anteriores y lecciones aprendidas; 
(3) Dar a conocer las herramientas de ayuda como el SICOFAA y los programas GARD 
y DRT de DHL; (4) Analizar las particularidades, necesidades y requerimientos del 
aeropuerto; y (5) Facilitar la formulación de un plan para operativizar el aeropuerto, 
detallando el personal y los medios que aportará cada entidad. Finalmente, el 
Comando Conjunto de las FF. AA. debe involucrarse en la ejecución de ejercicios en los 
aeropuertos que presenten las deficiencias logísticas y operativas más significativas.
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Migración Venezolana: ¿Preocupación 
para la Seguridad Nacional u 
Oportunidad para el Desarrollo 
Nacional?

Alex Juan Cárdenas Medina

Resumen

El Perú es el segundo país que más migrantes y refugiados venezolanos ha recibido en 
los últimos años, generando diversos desafíos al Estado peruano. Inclusive, la Política 
Nacional Multisectorial de Seguridad y Defensa Nacional al 2030 considera que la 
migración extranjera es una preocupación a la seguridad nacional porque se presenta 
como una situación desfavorable que obstaculiza el desarrollo nacional. En ese contexto, 
en este artículo se analiza si la migración venezolana debe ser considerada como una 
preocupación para la seguridad nacional o, por el contrario, debe ser percibida como 
una oportunidad para el desarrollo nacional. Para ello, se ha revisado la normatividad 
migratoria vigente, el perfil de los migrantes venezolanos en el Perú, y su incidencia en el 
desarrollo y la seguridad nacional. 

Palabras clave: Migración Venezolana, Preocupación, Seguridad Nacional, Desarrollo 
Nacional.

Introducción

En los últimos años, la masiva migración de venezolanos al exterior ha generado desafíos 
y oportunidades para la mayoría de países de América del Sur. Colombia y Perú, en 
ese orden, son los principales receptores de migrantes y refugiados venezolanos en 
la región.1 Ante esta situación, el Estado peruano ha implementado diversas políticas 
multisectoriales a fin de ordenar este flujo migratorio. Al respecto, la Organización 
Internacional para las Migraciones (OIM) y la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) sostienen que “la mayoría de venezolanos migraron al Perú en busca de 
oportunidades de desarrollo e integración en el país recepcionista,” siendo “necesario 
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conocer las oportunidades, brechas y dinámicas de inserción de estos migrantes 
en el mercado laboral, a fin de contar con información eficaz para la generación de 
políticas adecuadas.”2 Es decir, la mayoría de los ciudadanos venezolanos inmigraron 
con intenciones de buscar un trabajo para satisfacer sus necesidades básicas.

Por consiguiente, en el ámbito nacional, se observa un importante número de ciudadanos 
venezolanos que trabajan en diversos sectores. Sin embargo, la Política Nacional 
Multisectorial de Seguridad y Defensa Nacional al 2030 (PNMSDN-2030) considera a la 
migración externa como una preocupación a la seguridad nacional, que obstaculiza el 
desarrollo nacional.3 En ese sentido, a través de este artículo, se pretende corroborar 
o descartar tal afirmación, considerando evidencias normativas y estadísticas, que van 
a permitir conocer el comportamiento de este fenómeno social, y con ello entender si 
la migración se presenta como una preocupación para la seguridad nacional o, por el 
contrario, como una oportunidad para el desarrollo nacional. 

Normatividad Migratoria Internacional 

El desplazamiento y la migración son derechos inherentes al ser humano, tal como 
refiere el artículo 13 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el cual 
manifiesta que “toda persona tiene derecho de transitar libremente tanto en su 
país de residencia como para salir a otros países.”4 Asimismo, la OIM expresa que 
la migración es un derecho vinculado al desarrollo de un Estado.5 Para un mejor 
entendimiento o conceptualización de las formas como se presenta la migración 
regular e irregular, la OIM señala que la migración regular “es el desplazamiento 
que hace la persona a través de una frontera internacional con autorización del país 
receptor,” y que la migración irregular es el “desplazamiento que hace la persona a 
través de una frontera internacional sin autorización del país receptor.”6 Por lo cual, 
es necesario conocer estas dos formas de situación migratoria ya que la migración 
de los ciudadanos venezolanos en el Perú aborda ambas modalidades, siendo las 
autoridades migratorias las responsables de hacer cumplir la normatividad vigente. 

En el contexto nacional, el Decreto Legislativo de Migraciones N° 1350 establece 
principios migratorios que reconocen el aporte de los migrantes internacionales a 
diversas fases del desarrollo nacional, así como promueve las acciones necesarias 
para la formalización de la migración irregular.7 Dicha norma establece las políticas 
migratorias enmarcadas en el respeto y contribución de los migrantes extranjeros al 
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desarrollo nacional, y sostiene que los migrantes extranjeros cuentan con la protección 
de las instituciones nacionales e internacionales. 

Perfil de los Migrantes Venezolanos y su Impacto al Desarrollo del Perú

Desde el año 2017, los venezolanos vienen migrando masivamente a países como 
Colombia, Perú, Ecuador, Chile y Brasil. El Perú es el segundo país que más migrantes 
y refugiados venezolanos ha recibido, registrándose aproximadamente 1.2 millones 
de venezolanos,8 lo que representa cerca del 4 % de la población. Consecuentemente, 
este desplazamiento migratorio debe ser atendido y priorizado en los estamentos 
gubernamentales, a fin de conocer el impacto de este fenómeno social y adoptar las 
acciones necesarias. 

Sin duda, los migrantes venezolanos originan un nuevo orden sociodemográfico e 
impacto en la economía y desarrollo nacional. Al respecto, el Instituto Nacional de 
Estadística e Informática señala que: (1) El 52.3 % de migrantes venezolanos son de sexo 
masculino y el 47.7 % son del sexo femenino; (2) El 97.8 % de migrantes venezolanos 
registró su ingreso de manera regular y un 2.2 % ingresó de manera irregular; (3) El 
99.5 % ingresó con algún documento de identidad (pasaporte, cédula de identidad, 
certificado o partida de nacimiento) y el 0.5 % ingresó sin documento; (4) El 94.7 % 
manifiesta que desea quedarse a radicar en el Perú; (5) El 57.9 % tiene educación 
superior; (6) El 91.5 % es parte de la población económicamente activa; (7) El 69.4 % 
labora más de ocho horas al día; (8) El 78.3 % de migrantes venezolanos que trabaja 
lo hace de manera dependiente; (9) El 75.5 % de migrantes venezolanos que trabaja lo 
hace en pequeñas empresas; y (10) El 56.7 % de migrantes venezolanos que trabaja lo 
hace en el sector servicios.9 En ese sentido, se observa que la mayoría de los migrantes 
venezolanos representan un valioso capital humano, cuya actividad laboral impacta a 
la economía y al desarrollo de la sociedad peruana. No obstante, muchos de ellos son 
vulnerables a la explotación laboral ya que trabajan en pequeñas empresas, y otros lo 
hacen de manera independiente.

Adicionalmente, el Banco Mundial indica que la mayor parte de los refugiados y migrantes 
venezolanos que han llegado al Perú fluctúan entre los 16 y 35 años, que el 67 % tiene algún 
tipo de estudios superiores (técnicos o universitarios) y, de ellos, aproximadamente la 
mitad ha culminado sus estudios. Sin embargo, debido a problemas legales y políticas 
migratorias deficientes no pueden desempeñar de manera formal la carrera profesional 
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en la que fueron formados, teniendo que aceptar trabajos informales, para los cuales 
se encuentran sobre calificados.10 Por consiguiente, se puede afirmar que gran parte 
de los refugiados y migrantes venezolanos constituyen un valioso capital humano, que 
incrementa la población económicamente activa del Perú. 

 De igual manera, el Ministerio de Trabajo y Promoción de Empleo (MTPE) del Perú, 
con el apoyo de la OIM, la OIT, el Programa Laboral de Desarrollo y la Universidad 
Antonio Ruiz de Montoya, realizó una encuesta a 1,601 inmigrantes venezolanos a fin 
de conocer su condición laboral. El resultado muestra que el 92 % presenta la condición 
de ocupados, el 4 % de desocupados y el 4 % de población inactiva. Asimismo, de los 
ciudadanos encuestados, se determinó que el 60 % trabajan  de manera dependiente 
(ya sea como empleado o como obrero), el 38 % trabajan de manera independiente, el 
1 % labora en la condición de empleador y un 1 % que no se identificó.11 Por lo tanto, se 
evidencia que un alto porcentaje de ciudadanos venezolanos se desempeña en algún 
tipo de trabajo, particularmente de manera dependiente. 

El alto índice de informalidad laboral en el Perú facilitó que los migrantes venezolanos 
se hayan insertado rápidamente al mercado laboral. No obstante, muchos de ellos 
lo han hecho en condiciones precarias, siendo susceptibles a abuso y explotación.12 
Consecuentemente, la formalización laboral en el Perú, incluyendo la de los 
venezolanos, constituye un importante reto para el desarrollo nacional.13 Asimismo, 
el hecho de que los refugiados y migrantes venezolanos realicen algún tipo de trabajo 
para sostener a su familia, origina que estos aporten al mercado laboral y, por ende, 
a la economía peruana.  

Migración Extranjera y su Impacto a la Seguridad Nacional

La PNMSDN-2030 establece que la migración externa es una preocupación a la 
seguridad nacional, definiéndola como una “situación desfavorable que obstaculiza 
el desarrollo nacional.”14 De igual modo, un sector de la población percibe que 
la migración venezolana es un problema a la seguridad interna y al desarrollo del 
país, manifestando que han venido a delinquir, a quitarles puestos de trabajo y a 
abaratar la mano de obra. Sin embargo, existen estudios que permiten dilucidar tales 
percepciones, como el realizado bajo la supervisión del MTPE y que sostiene que “es 
falso que los ciudadanos venezolanos hayan desplazado a los trabajadores peruanos 
en empleos asalariados formales e informales, es falso que el ingreso de los migrantes 
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venezolanos al mercado de trabajo haya generado una disminución de los salarios 
en las actividades económicas formales e informales, y es falso que los empleadores 
locales prefieren contratar trabajadores venezolanos.”15 Por consiguiente, la sociedad 
peruana tiene una equívoca percepción del migrante venezolano, debido a factores 
externos, los cuales deben ser materia de investigación.

Adicionalmente, un estudio sobre los efectos del flujo migratorio en la seguridad de Lima 
Metropolitana, realizado entre el año 2013 y el primer semestre del año 2020, señala que 
casi el 90 % de la población cree que será víctima de algún hecho delictivo en los próximos 
12 meses; es decir, de cada 10 habitantes nueve viven con una sensación constante de 
inseguridad.”16 Esta estadística muestra que la percepción de inseguridad pública de la 
sociedad es muy alta desde el año 2013, fecha en que la migración venezolana no alcanzaba 
un flujo considerable de migración al Perú. De igual manera, ese estudio concluye “que el 
porcentaje de ciudadanos venezolanos recluidos en cárceles del Perú es extremadamente 
bajo en comparación al total de venezolanos en Perú y con respecto al total de población 
penitenciaria.”17 Comprobándose que los ciudadanos venezolanos cometen menos delitos 
que los peruanos, tal como se refleja en la estadística penitenciaria.  

Otra investigación, con datos hasta el año 2019, sustenta que los venezolanos que se 
encuentran en el Perú comenten menos delitos que la población peruana.18 Por lo 
tanto, dicho estudio confirma que la participación de los migrantes venezolanos en 
actos delincuenciales es baja y que el aumento de la inseguridad pública se debe a 
otros factores. Asimismo, la OIM y el Ministerio Público del Perú, producto de una 
investigación realizada en Lima, concluyen que “las denuncias a los refugiados y 
migrantes venezolanos representan un porcentaje mínimo del registro policial, pero 
existe una alta percepción de inseguridad por su presencia.”19 Las cifras de denuncias 
contra los ciudadanos venezolanos ante la Policía Nacional del Perú han representado 
el 0.6 % en el año 2019 y el 0.7 % en el año 2020. Estos resultados muestran que no 
existe relación significativa entre la percepción de inseguridad y la incidencia delictiva 
de la población venezolana.

En esa misma investigación se sostiene que “a mayor cercanía y conocimiento de la 
población venezolana es menor la percepción de inseguridad percibida,” y que “las 
personas encuestadas afirman sentir mayor inseguridad cuando reciben información 
sobre la población venezolana a través de medios de comunicación nacional y local.”20 
En el caso de la primera afirmación, se evidencia que la percepción de inseguridad 
está relacionada con la escasa sociabilización entre la población venezolana y la 
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peruana, mientras que en el caso de la segunda afirmación, se observa que los medios 
de comunicación -por llamar la atención- publican noticias de actos delictivos 
donde están inmersos ciudadanos venezolanos, ocasionando que se tenga una mala 
percepción de estos. 

Conclusiones

La migración de los ciudadanos venezolanos no constituye una preocupación a la 
seguridad nacional, ni se presenta como una situación desfavorable que obstaculice 
el desarrollo nacional. Al respecto, la normatividad internacional migratoria establece 
que el desplazamiento y la migración son derechos del ser humano, pudiendo 
relacionarse con el desarrollo tanto personal como colectivo de una sociedad. En ese 
sentido, la normatividad nacional migratoria debe ser respetuosa de los acuerdos 
internacionales en materia de migraciones. 

Según los datos presentados en este artículo, se evidencia que un gran porcentaje 
de ciudadanos venezolanos que se encuentra en el Perú aportan a la economía y, 
por ende, al desarrollo nacional. Esta afirmación es contraria a lo establecido en la 
PNMSDN al 2030, la cual indica que la migración externa es una preocupación a la 
seguridad nacional por presentarse como una situación desfavorable que obstaculiza 
el desarrollo nacional. En el aspecto de seguridad, no se han encontrado resultados 
objetivos producto de alguna investigación que afirme que la migración venezolana 
viene afectando sustancialmente a la seguridad de la sociedad peruana, ya que 
son afirmaciones basadas en percepciones de algunos segmentos de la sociedad. 
Finalmente, a lo largo de la historia del Perú, no ha existido un flujo migratorio 
externo que haya obstaculizado el desarrollo nacional, ni destruido o vulnerado al 
Estado como tal. Por el contrario, la inclusión de ciudadanos extranjeros ha permitido, 
históricamente, contribuir al desarrollo de la sociedad peruana. 
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La Energía Eólica en el Desarrollo y 
la Seguridad Energética del Perú

Hebert José Pari Navarro

Resumen

En el marco de la política energética nacional, el Ministerio de Energía y Minas sigue los 
lineamientos para contar con una matriz energética diversificada en el país. El desarrollo 
de fuentes de energía renovable y la eficiencia energética deberían ser objetivos centrales 
de la política energética del Perú, al brindar energía limpia y segura. Actualmente, los 
combustibles fósiles son la principal fuente de energía a nivel mundial, pero también son 
los principales responsables del calentamiento global y del cambio climático. Por lo tanto, 
se requiere la sustitución gradual de energía de combustibles fósiles por la proveniente 
de fuentes renovables, acompañada de un uso más eficiente. Considerando la situación 
del sector energético del país, en este artículo se ofrece una propuesta para aprovechar la 
energía eólica en el Perú y lograr la diversificación de la matriz energética, involucrando 
tanto al Estado como al sector privado.

Palabras clave: Energía Renovable, Energía Eólica, Cambio Climático, Política Energética, 
Matriz Energética, Desarrollo Sostenible.

Introducción

La demanda de energía y el desarrollo de un país son ámbitos estrechamente 
relacionados. Por ello, la energía renovable -cuya demanda va en aumento- se 
evidencia como un motor del desarrollo sostenible a nivel mundial. Para tener un 
balance y mayores perspectivas del aporte de la energía al desarrollo sostenible en 
el Perú, se debe ponderar la efectividad de los enfoques de las políticas públicas, en 
particular de la política energética, a través del balance de los factores utilizados en 
su gestión y vinculación al desarrollo sostenible en el país.1 

En ese sentido, en este artículo se analiza la situación actual de la energía eólica en 
el contexto nacional e internacional, teniendo en cuenta que las reservas globales de 
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hidrocarburos se están agotando, lo cual está impulsando el desarrollo de sistemas 
energéticos basados en fuentes renovables. Asimismo, considerando que el nivel 
eólico en el Perú es bajo, se analiza el mapa eólico para identificar las zonas de 
mayor potencial en el país. Igualmente, se describen las tendencias de las políticas de 
apoyo y de financiación a nivel nacional, abordando la importancia del desarrollo de 
proyectos eólicos en un entorno favorable que garantice el éxito de la aplicación de 
dichas políticas.

Sin duda, el Perú tiene una gran oportunidad para explotar la energía eólica y, por 
ende, la generación de electricidad, contribuyendo a la diversificación de la matriz 
energética nacional y brindando múltiples beneficios. Todo ello, enlazado tanto 
con políticas de promoción de energías renovables, como con el conocimiento y 
buen uso de los avances tecnológicos que permitan implementar proyectos eólicos 
competitivos.

La Energía Eólica en el Contexto Internacional

La energía eólica es la energía cinética generada por efecto de las corrientes de aire 
para producir electricidad mediante aerogeneradores conectados a las redes de 
distribución, evitando la contaminación ambiental. Actualmente, los parques eólicos 
son una fuente de energía cada vez más competitiva, ya que pueden proporcionar 
electricidad en regiones aisladas que no tienen acceso a la red eléctrica. El crecimiento 
de la energía eólica ha promovido la construcción de parques eólicos marinos (parques 
eólicos offshore) situados cerca de las costas. Sin embargo, sus costos de construcción 
y mantenimiento son considerables.2 

Las energías renovables suministran el 10.8 % de la energía primaria en el mundo, 
constituyendo la cuarta fuente de energía más importante a nivel global. La industria 
de energía eólica ha centrado su dinamismo en Europa y Estados Unidos, pero se han 
abierto nuevos mercados en Asia y América del Sur. Asimismo, los parques eólicos 
instalados en zonas marítimas han trazado una nueva frontera para el desarrollo de 
la energía eólica, contribuyendo significativamente a la diversificación de la matriz 
energética.3 

A nivel mundial, la energía eólica instalada creció un 53 % en el año 2020, hasta 
situarse en 743 Gigavatios (GW), según datos del Global Wind Energy Council. El año 
2020 ha sido, hasta el momento, el mejor año de la historia para la industria eólica 
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mundial con 93 GW de nueva capacidad instalada, siendo China, Estados Unidos, 
Alemania, India y España, los primeros productores mundiales. En ese contexto, las 
tendencias más significativas se dirigen a consolidar el desarrollo tecnológico en los 
aerogeneradores, interconexión a la red, incentivos económicos e implementación 
de parques eólicos off shore. Algunas de las principales economías del mundo están 
obligadas a depender -cada vez más- del combustible importado, que puede provenir 
de lugares en conflictos y de inestabilidad económica y política, constituyendo una 
amenaza para la seguridad de los suministros. Contrario a ello, la energía eólica es 
una fuente de energía propia y abundante, permanentemente disponible y con costos 
estables. 

Desde la década de 1980 -en la que se desplegaron los aerogeneradores comerciales- 
hasta la fecha, se han logrado avances en capacidad, eficiencia y diseño visual. 
Actualmente, la turbina más grande fabricada tiene capacidad de más de 5 Megavatios 
(MW), con palas sobre los 100 metros, siendo más modulares y fáciles de instalar. Por 
un lado, Dinamarca es el líder de la manufactura de auto generadores con el 30 % del 
mercado global, mientras que, por otro lado, China es la mayor potencia en lo que 
respecta a generación de energía eólica, con 288 GW en el año 2020. 

En América Latina y el Caribe, Brasil posee la mayor capacidad instalada de energía 
eólica con 21,161 MW, seguido por México con 7,692 MW. Por su parte, el Perú 
se encuentra en sexto lugar con 409 MW. América del Sur tiene una población de 
densidad baja y aislada por largas distancias; por ello, la energía eólica tiene un 
enorme potencial. Para el año 2025, Brasil proyecta generar el 69 % (31.6 GW) de la 
capacidad eólica instalada en América Latina, convirtiéndose en el líder regional de la 
fabricación de turbinas eólicas y de ensamblaje. Otro factor del crecimiento de Brasil 
es la presencia de fabricantes internacionales como General Electric y Alstom, que 
están poniendo en marcha instalaciones de turbinas eólicas en el país.4

La Energía Eólica en el Contexto Nacional

El Estado Peruano, como administrador de los recursos naturales y de los servicios 
públicos de electricidad, asigna al Ministerio de Energía y Minas (MINEM) el rol de 
otorgar concesiones eléctricas y promover la inversión privada en el sector, a fin de 
asegurar el abastecimiento de la energía requerida para el desarrollo de las actividades 
productivas y la mejora de las condiciones de vida de la población. En el subsector 
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eléctrico, la supervisión, regulación y fiscalización la realiza el Organismo Supervisor 
de la Inversión en Energía y Minería.5

El actual marco regulatorio del sector eléctrico se inicia en el año 1992, con la 
promulgación de la Ley de Concesiones Eléctricas y su reglamentación. Dicho marco 
regulatorio ha introducido importantes cambios en el sector, entre los que resalta la 
eliminación del monopolio del Estado y la separación en tres actividades: generación, 
transmisión y distribución. El fomento de la participación del sector privado está 
instrumentado a través de concesiones o autorizaciones otorgadas por el MINEM, a 
lo que se suma el establecimiento del principio de acceso abierto para el uso de las 
instalaciones de transmisión y distribución.

En el año 2008, el MINEM elaboró un estudio previo para determinar el potencial 
eólico nacional y elaborar el primer atlas eólico del país, utilizando un modelo de 
simulación atmosférica para reproducir los patrones de viento, relacionado con las 
características del terreno y topografía.6 Posteriormente, en el año 2015, en el marco 
del “Programa para la Gestión Eficiente y Sostenible de los Recursos Energéticos del 
Perú,” se convocó el concurso para el desarrollo del “Estudio para Aprovechamiento 
Eólico con Fines Energéticos y Actualización del Atlas Eólico del Perú.” El resultado 
fue el “Atlas Eólico del Perú 2016,” el cual muestra las áreas más favorables para 
desarrollar proyectos eólicos, incluyendo datos de ubicación, altitud e información 
sobre zonas excluyentes y áreas protegidas. En abril de 2016, el MINEM señaló que el 
potencial eólico aprovechable del Perú es de 22,452 MW2, habiéndose utilizado -a esa 
fecha- solo 239 MW2 en centrales de generación eléctrica, es decir el 1 % del potencial 
total, de acuerdo a la siguiente tabla:

N° Parques eólicos MW Inversión

1 Marcona (Ica) – 2014 32 US$ 61.1 millones

2 Cupisnique (La Libertad) - 2014 83.15 US$ 242 millones

3 Talara (Piura) – 2014 30.86 US$ 101 millones

4 Tres Hermanas (Ica) - 2016 97.15 US$ 186 millones

5 Wayra I (Marcona) 132 US$ 165 millones

6 Duna (Cajamarca) 18 US$ 20 millones

7 Huambos (Cajamarca) 18.8 US$ 20 millones

En la actualidad, las siete centrales eólicas en operación suman una capacidad instalada de 

408 MW, generando, entre enero y setiembre de 2022, el 3.1 % de la producción de energía 

eléctrica a nivel nacional.7 Las tres centrales de mayor capacidad se encuentran en la región 
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Ica (Tres Hermanas, Wayra I y Parque Eólico Marcona), seguidas de Cajamarca (Duna y 

Huambos), La Libertad (Cupisnique) y Piura (Talara). Cabe resaltar que existen tres proyectos 

eólicos (Wayra Extensión, Parque Eólico San Juan y Punta Lomitas) que representan una 

inversión conjunta de aproximadamente 600 millones de dólares y que cuentan con concesión 

definitiva, elevando la capacidad instalada a 499 MW en el Perú.8 

En base al atlas eólico elaborado, se puede precisar que existe un gran potencial para 
nuevos proyectos eólicos que traerán inversión, generarán empleos y ayudarán a cubrir 
la demanda eléctrica con una fuente de energía renovable pura. Por consiguiente, se 
debe afianzar la presencia de las energías renovables en la matriz energética del país 
para satisfacer las necesidades de una generación eficiente y, sobre todo, sostenible.

Análisis Estratégico

En el Perú, las políticas públicas en este ámbito no se encuentran actualizadas, 
requiriéndose un sistema regulatorio más estable, moderno y basado en precios 
fijos durante la vida útil del parque eólico, debiendo apostarse por una estabilidad 
retributiva. Asimismo, se debe promocionar una cuota de electricidad producida a 
través de fuentes renovables, apoyados por certificados o el empleo de la teoría de los 
clústeres (modelo diamante), como herramientas que fueron utilizadas con éxito por 
países europeos. Igualmente, el nivel de retorno de los proyectos eólicos dependerá 
del monto de la inversión y costo de capital. Por lo tanto, la ejecución de los objetivos de 
inversión en energía eólica estará determinada por el capital privado en el desarrollo 
de nuevos parques eólicos.

Adicionalmente, existen organizaciones no gubernamentales y movimientos sociales 
que buscan promover las energías renovables, mediante la discusión entre grupos 
de poder políticos y económicos. Estas organizaciones realizan cumbres mundiales, 
como la efectuada en Chile el año 2021, a fin de promover políticas para avanzar en 
tecnologías de energía limpias y acelerar la innovación en energías renovables a nivel 
mundial.9 También es importante indicar que algunos ecologistas vienen cuestionando 
la construcción de centrales eólicas en zonas protegidas, debido a su impacto en el 
paisaje, la reducción de la calidad de onda de energía, entre otros.

En ese contexto, se propone la siguiente visión estratégica para el Estado peruano: “Constituir 

la energía eólica como fuente de generación de energía eléctrica eficiente y rentable para el 

año 2050, con una participación de 2,500 MW en la matriz energética nacional.” Para ello, se 
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deberían establecer los mecanismos que faciliten el empleo de la energía eólica como parte 

de las energías renovables, con el fin de contribuir en el suministro de energía con precios 

competitivos y tecnología de punta, reduciendo la contaminación ambiental. En tal sentido, 

se pueden identificar los siguientes aspectos en base a un análisis FODA:

Oportunidades Amenazas

•	Resultados exitosos en países vecinos

•	Demanda insatisfecha

•	Evidencia de contaminación por el uso de 
energías no renovables

•	Presión de entidades internacionales

•	 El gas natural

•	 Paneles solares en zonas rurales

•	 Degradación de las condiciones climáticas

Fortalezas Debilidades

•	 Indicadores económicos favorables

•	 El país tiene facilidades de financiamiento

•	 Esfuerzo creciente de ambientalistas

•	 Desactualizadas políticas de promoción

•	 Escasa mano de obra especializada

•	 Bajo conocimiento de las ventajas

Considerando estos aspectos, se pueden plantear las siguientes estrategias:

Estrategias FO Estrategias DO

•	 Difundir los éxitos del empleo de esta 
tecnología

•	 Difundir las ventajas ambientales

•	 Posicionar a la energía eólica como sostenible

•	Realizar programas de capacitación técnica y 
profesional

•	Identificar zonas de gran potencial eólico

•	Establecer políticas para promover la energía 
eólica

Estrategias FA Estrategias DA

•	Monitorear el cambio climático

•	Diversificar la matriz energética

•	Participar en Cumbres y Congresos

•	 Difundir los proyectos exitosos de países 
vecinos

•	 Establecer convenios de transferencia 
tecnológica

Por consiguiente, los objetivos estratégicos al 2050 deberían ser los siguientes: (1) 
Incrementar la competitividad de la energía eólica para alcanzar la eficiencia y eficacia 
en la generación de energía eléctrica, con la participación del Estado, mediante 
políticas de incentivo tecnológico y fuentes de financiamiento; (2) Ubicar a la energía 
eólica como una alternativa para contribuir a la diversificación de la matriz energética 
y la sostenibilidad; y (3) Alcanzar los 2,500 MW de capacidad instalada de fuentes de 
energía eólica.

Para alcanzar estos objetivos, se requiere promulgar una Ley específica para el fomento 
de energías renovables, modificar la política arancelaria, y establecer una cadena de 
suministros con alto nivel de calidad. Igualmente, se necesita realizar una adecuada 
asignación de recursos financieros (con apoyo del Estado para el financiamiento 
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inicial), recursos humanos (con programas de capacitación nacional e internacional) 
y recursos tecnológicos (con sistemas de información cuantitativa y de gestión del 
conocimiento). 

Conclusiones

El cambio climático obliga a la investigación y desarrollo de energías limpias y eficientes, 
como la energía eólica. Para lograr la sostenibilidad de la energía eólica en el Perú, 
esta debe ser dirigida a sectores productivos como el pesquero, la agroindustria y la 
minería, especialmente en zonas geográficas favorables para el recurso eólico, como 
la Región Ica. Para tal fin, se requiere, sin embargo, de voluntad política e inversión 
privada. En ese sentido, debe existir un marco normativo orientado a incentivar la 
generación de energía eólica, trabajar de manera más específica en áreas potenciales, 
preparar profesionales competentes, y promocionar el uso de la tecnología eólica a 
nivel nacional.

El desarrollo de energía eólica muestra una tendencia ascendente y se presenta 
como una oportunidad para el cambio sustancial en la política energética nacional. 
Consecuentemente, el MINEM y el Ministerio del Ambiente, mediante cumbres y 
alianzas con organismos internacionales, deben generar programas destinados a 
crear una conciencia ambiental y de responsabilidad en el uso de energías renovables, 
particularmente el de generación de electricidad a través de energía eólica. Asimismo, 
el MINEM debe ser el organismo del Estado responsable de implementar las estrategias 
planteadas, mediante una gestión anual de indicadores establecidos para los objetivos 
y las acciones estratégicas.
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Construcción Naval: Forjando 
Antiguas Estrategias de Desarrollo 
Competitivo

Jorge Denegri Boltan

Resumen

La estrategia de seguridad y desarrollo nacional identifica actividades económicas que 
permitan orientar los esfuerzos de la carga laboral hacia los intereses nacionales. La 
construcción naval es una actividad dentro de la industria naval que favorece el desarrollo 
económico, genera puestos de trabajo altamente calificados, mejora la competitividad del 
país; sin embargo, necesita -fundamentalmente- de la participación del Estado para su 
sostenimiento en el tiempo. Para el caso peruano, la Marina de Guerra del Perú (MGP) y 
los Servicios Industriales de la Marina S.A. actúan como socios estratégicos. En ese sentido, 
la MGP cuenta con planes aprobados por el Consejo de Seguridad y Defensa Nacional para 
el reemplazo de sus unidades navales, evidenciándose como pendiente impostergable -en 
el marco de las funciones constitucionales de esta institución armada- el reemplazo de 
las actuales fragatas misileras tipo Lupo por las unidades multirol. El establecimiento 
de la “Mesa Ejecutiva para la implementación de la reforma de la Industria Nacional 
a través del Fortalecimiento de la Industria Naval en el Perú,” por parte del Ministerio 
de Economía y Finanzas, es una buena señal para encarar este reto. Por consiguiente, 
solo queda ponerse de acuerdo y ver las fuentes de financiamiento que materialicen su 
sostenimiento en el mediano plazo.

Palabras clave: Industria, Construcción Naval, Estrategias, Competitividad, Desarrollo 
Nacional, Defensa Nacional.

Introducción

La Society of Naval Architects and Marine Engineers establece que la industria naval 
cuenta con categorías, siendo sus principales el diseño, construcción, manufactura, 
operación y reparación. Esta industria es representada por diversas firmas, compañías 
y astilleros, sustentados por un grupo de pequeñas empresas que brindan bienes 
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y servicios conexos.1 Como toda actividad comercial, requiere de un proceso de 
planeamiento estratégico para una adecuada toma de decisiones, que permita evitar 
el impacto de los riesgos en el negocio, así como medir sus metas para lograr los 
objetivos planteados, empleando un proceso de retroalimentación para implementar 
los cambios a las estrategias del negocio, que suelen ser altamente volátiles.

La construcción naval es una de las actividades que ha permitido a numerosos 
países mantener una capacidad estratégica industrial, convirtiéndose en una fuente 
permanente de desarrollo nacional. Para el caso de la construcción de buques de guerra, 
es resaltante la participación del Estado como actor principal en el establecimiento 
de políticas y planes, así como la aprobación de los programas de construcción 
alineados a las estrategias de seguridad y defensa nacional, que conllevan a la mejora 
del desarrollo tecnológico y a la diversificación económica local. Este mecanismo fue 
implementado en el Perú durante la década de 1980 con la construcción de las fragatas 
misileras clase Lupo de diseño italiano en los Servicios Industriales de la Marina 
S.A. (SIMA-PERÚ S.A.), lo cual generó puestos de trabajo altamente especializados, 
obteniéndose una transferencia tecnológica de relevancia para la época.2

La Marina de Guerra del Perú (MGP) ha considerado -en el marco de sus planes 
estratégicos- la construcción de las unidades multirol para reemplazar a las fragatas 
misileras, asunto que se ha convertido en un pendiente impostergable para la Nación, 
ya que representan la manifestación del poder naval nacional,3 permitiendo -conforme 
al mandato Constitucional- garantizar la independencia, la soberanía y la integridad 
territorial en el ámbito marítimo, razón de ser de la MGP.4 Al respecto, en este artículo se 
analiza si el potencial nacional para la construcción naval coincide con las experiencias 
de otros países, las cuales han permitido el reemplazo sostenible de sus escuadras 
nacionales. Para ello, inicialmente, en este artículo se aborda la visión estratégica del 
Perú respecto a la industria naval; posteriormente, se analiza la experiencia desarrollada 
en otros países con sus distintos matices; y, finalmente, se examina la estructura del 
modelo peruano de construcción naval y su impacto en los intereses nacionales.

Forjando el Acero para una Visión Estratégica

La estrategia de seguridad y defensa nacional establece los intereses que busca un 
Estado, expresa la visión estratégica nacional para lograr sus objetivos, y plantea 
garantizar la integridad de la nación combatiendo amenazas, a fin de moldear un 
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ambiente seguro para el desarrollo y el bienestar general. Estos intereses nacionales 
pueden darse en el campo político, económico, social y cultural.5 Hoy en día, el Perú 
dispone de un instrumento de gestión, promulgado por el Ministerio de Economía 
y Finanzas (MEF), denominado la “Mesa Ejecutiva para la implementación de la 
reforma de la Industria Nacional a través del Fortalecimiento de la Industria Naval 
en el Perú,”6 el cual busca promover y proponer acciones específicas que impulsen 
la industria naval, en beneficio del desarrollo económico del país. Este es un gran 
paso para mejorar las potencialidades tanto de las reparaciones navales como de la 
construcción naval nacional. El siguiente paso es la identificación del financiamiento 
que permita que la actividad sea plenamente sostenible en el tiempo, como se verá en 
el análisis de los casos extranjeros.

La estrategia nacional incluye el concepto de “estrategia marítima,” que considera a 
la construcción naval como una actividad generadora de desarrollo a través no solo 
de mano de obra altamente calificada, sino de un conjunto de procesos industriales 
certificados con estándares de calidad. En los casos de Australia, Estados Unidos, Reino 
Unido, entre otros países, se puede decir que se emplean cuatro criterios principales: 
(1) la estrategia naval y planes de largo plazo, base industrial de la construcción naval; 
(2) la mano de obra y administración de gestión de proyectos, determinando que estos 
países desarrollan sus flotas navales a través de la estrategia; (3) la visión de largo 
plazo; y (4) los objetivos que persiguen y proyectos que resulten de ella.7 Sin duda, esto 
expresa un pensamiento unificado e interrelacionado, que ataña a un sinnúmero de 
actividades económicas menores que fortalecen el desarrollo nacional.

Estrategias Foráneas de Construcción Naval 

En el año 2017, el Departamento de Defensa australiano publicó el plan de construcción 
naval, donde argumenta -principalmente- los beneficios de dicha propuesta 
(diversificación de la economía local, generación de empleo altamente especializado, 
entre otros) y su impacto en el desarrollo nacional. Este plan ha sido estructurado 
en tres programas de construcción naval: el primero, orientado a los buques de 
guerra de primera línea; el segundo, a unidades submarinas; el tercero, a buques 
auxiliares de menor porte. Esta visión alineada a su estrategia nacional,8 manifiesta 
abiertamente su interés de desarrollo económico a través de las políticas de defensa 
nacional, mejorando las capacidades militares de la Nación en pos de protegerla 
contra las amenazas que atentan a su seguridad.
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Según el investigador John Birkler, la Real Armada de Reino Unido es el único cliente 
militar de los astilleros de la industria naval británica, situación que no favorece 
la competitividad de la industria nacional, ya que la capacidad instalada supera 
significativamente la demanda de la construcción naval de buques, haciéndola -en 
ocasiones- insostenible. Esta situación se repite para muchos países, por lo que cabe 
hacerse la siguiente pregunta, ¿Debe ampliarse la industria naval a otros mercados, 
sobre todo al ser una actividad influenciada por factores exógenos?9 Esto exige ampliar 
la estrategia geopolítica nacional para influenciar a través de la industria naval a 
países aliados o de interés nacional. Para el caso británico, Hans Pung, presidente de 
RAND Europe, ha identificado capacidades estratégicas para los próximos 30 años, 
orientadas a los sistemas de combate, construcción naval e integración, entre otros.10 
Como se observa, la preocupación prospectiva para el sector es contar con una 
sostenibilidad a través de programas de construcción como parte de su estrategia 
nacional. Esta visión coincide con lo plasmado por el Ministerio de Defensa del Reino 
Unido, el cual ha manifestado su ambición de contar con una industria naval fuerte y 
sólida, que demande una gran mano de obra local, y que cuente con un gran potencial 
de desarrollo de largo plazo alineado a los intereses nacionales, dando confianza a 
la fuerza laboral empleada a través de su plan de construcción naval para la Real 
Armada.11 Esta es una política que se evidenciará recurrentemente en los países del 
primer mundo.

Los canadienses, a través del Departamento Nacional de Defensa, argumentan que 
la construcción naval no debe de ser considerada únicamente como un concepto 
ligado a la simple construcción de un casco, sino, más bien, como una computadora 
con características de flotabilidad, y que razona inteligentemente. Este concepto está 
respaldado por la investigación de una industria de defensa emergente, que permite 
contar con una tecnología de diseño y construcción naval avanzada, combinada con 
altos estándares de investigación y desarrollo (I+D) para mejorar la productividad a 
nivel local. Lo más resaltante del modelo canadiense es la transparencia que divulga 
en materia del gasto público, lo que permite generar confianza en la población, y 
evitar suspicacias de malos manejos y actos de corrupción. Asimismo, la contratación 
de astilleros para la renovación de unidades navales pasa por un análisis de su marco 
presupuestal. Esto es planteado a modo de interrogante por el Contralmirante (r) Ian 
Mack, quien afirma que la estrategia planteada en el año 2008 fue, en su momento, 
audaz, a pesar de la resistencia empresarial para su implementación, pero sigue 
siendo considerada como la única salida viable por el momento.12 Consecuentemente, 
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la industria y la construcción naval demandan un esfuerzo sostenido del Estado 
para alcanzar los intereses y objetivos nacionales planteados, así como el desarrollo 
económico y la defensa nacional.

Los Estados Unidos, tal y como lo ha planteado Christine L. Komoroski, consideran que 
el empleo de láseres en la producción y la tecnología de la información para los procesos 
internos de la industria, traen consigo un sinnúmero de ventajas tecnológicas, que no 
solo minimizan tiempos productivos y mejoran la eficacia, sino también estandarizan 
procedimientos, adaptándose rápidamente a la burocracia interna del mundo moderno 
bajo un concepto mixto entre lo privado y lo público.13 Un aspecto central del proceso 
siempre será el correspondiente a los recursos humanos, por lo que la investigadora 
Jessie Riposo plantea una estrategia balanceada entre la asignación de la carga y la 
fuerza laboral, donde las decisiones estratégicas no estén limitadas por las leyes que 
dictan cuándo, dónde y quién puede realizar el mantenimiento o construcción;14 sino 
más bien, donde se cuente con un sistema compensado y en perfecto balance; de lo 
contrario, en ocasiones se tendría una capacidad instalada productiva y, en otras, ociosa. 
El Comandante de Operaciones Navales de la Armada de los Estados Unidos resalta 
que el plan proyectado para los próximos 30 años busca contar con una fuerza naval 
moderna, donde la construcción naval es un pilar para sostener la seguridad nacional 
a través del reemplazo del material que ha perdido capacidades militares frente a las 
amenazas vigentes.15 Es importante resaltar este ejemplo porque en él se observa la 
visión de esta alta autoridad militar, que no solo tiene la mirada puesta en la defensa 
nacional, sino también en el fortalecimiento de las potencialidades de la industria naval, 
como binomio estratégico de desarrollo y seguridad nacional.

Estrategias Tradicionales de Desarrollo Competitivo Peruano

En el año 1999 se promulgó la Ley N° 27073, Ley de los Servicios Industriales de la 
Marina S.A., que tiene como finalidad promover y desarrollar la industria naval, 
así como las industrias complementarias y conexas, siendo su principal razón las 
relacionadas a la construcción y reparación de buques de la MGP,16 declaración que 
evidencia la importancia que tiene para el Estado peruano la industria naval nacional. 
Esta empresa seguirá operando sin mayores competidores debido -principalmente- 
a la crisis mundial de los últimos años,17 circunstancia que no alienta la competitividad 
local si el Estado no tiene una participación directa en la materia y, peor aún, ya que 
deja sin márgenes de desarrollo a la industria naval.
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La construcción naval de alto bordo en el Perú aún tiene varios problemas pendientes 
de solución, siendo el principal la pérdida de su influencia en la región del Pacífico 
Sur. En el Perú, solo SIMA-PERÚ S.A., en su sede del Callao, permite la construcción 
naval de alto bordo de más de 2,000 DWT, deadweight por sus siglas en inglés.18 Por 
otro lado, no se cuenta con una política sostenible que garantice la continuidad 
de la construcción naval en el tiempo, generando bajos niveles de productividad, 
desactualización tecnológica y alta rotación de los recursos humanos a otras actividades 
más rentables. Al respecto, el profesor Jorge Benzaquen describe algunas propuestas 
para desarrollar la construcción naval de alto bordo. En primer lugar, está el interés 
del Estado en participar de esta actividad y alinearla con otras estrategias nacionales; 
seguidamente, contar con alianzas estratégicas con astilleros internacionales que le 
permitan mejorar sus capacidades de producción; finalmente, definir un proveedor 
estratégico de insumos de producción nacional -como puede ser el acero naval-, lo 
que permitirá tener una competitividad para desarrollar la industria naval peruana 
en el mediano plazo,19 tal y como ocurrió en años anteriores durante la construcción 
de las fragatas misileras.

Además, la construcción naval tiene una estrecha relación con la ubicación estratégica de 
los países. Para el caso peruano, su situación geográfica en la región es potencialmente 
competitiva, con una salida por la parte central del Pacífico Sur y su extensa costa; 
sin embargo, cuenta con una gran brecha en su infraestructura, líneas de producción, 
I+D, entre otros aspectos, donde la participación del Estado a día de hoy es mínima.20 
Esto no permite explotar las características del Callao como un puerto hub para 
el crecimiento de la industria naval y sus actividades conexas, tal y como planteado 
por Mario Alor en su diseño de un clúster marítimo que albergue a los astilleros en 
el marco de la Política Nacional Marítima,21 y donde SIMA-PERÚ S.A. es la entidad 
más representativa de la industria naval nacional.22 Asimismo, para Iván Talavera y 
Juan Velarde, las remuneraciones que la industria naval debe ofrecer tienen que estar 
acordes con la especialización técnica y tecnológica de la actividad.23 Esto, en el caso de 
SIMA-PERÚ S.A., es un gran reto a conseguir, ya que al pertenecer al Fondo Nacional 
de Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado (FONAFE) tiene ciertas 
restricciones en las escalas salariales que le impiden ofrecer mejores remuneraciones 
que las del mercado local, situación que frena la competitividad de la empresa.

En los últimos años, SIMA-PERÚ S.A., a través de su sede SIMA-Callao, ha construido 
el B.A.P. “Pisco” (AMP-156) y el B.A.P. “Unión” (BEV-161), mientras que el nuevo B.A.P. 
“Paita” se encuentra en plena construcción. Igualmente, queda pendiente el reemplazo 
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de las fragatas misileras de 2,600 DWT, buques de guerra de primera línea que están 
llegando al término de su vida útil en el servicio naval. Dos de estos buques fueron 
construidos en las gradas de SIMA-Callao, momento donde se alcanzó el pico más 
alto de competitividad y de inversión en capacitación en la historia del Perú, trayendo 
consigo una alta demanda de estándares en la construcción naval, que permitió 
contar con una tecnología de punta y un cambio de paradigmas en la doctrina naval 
y el empleo de la escuadra nacional. Sin duda, la tecnología modela la doctrina y la 
táctica de una Flota Naval.24

Para finalizar, la MGP -en su calidad de cliente estratégico de SIMA-PERÚ S.A.- es 
una entidad que encarga proyectos en el marco de sus programas de construcción 
naval. Esta interdependencia requiere asumir ciertos riesgos y decisiones estratégicas 
al encontrase ambas partes íntimamente vinculadas, como ya descrito. Por lo tanto, 
se debe establecer la estrategia para el reemplazo de la escuadra nacional, tal y como 
considerado en los planes estratégicos de la MGP y aprobado por el Consejo de Seguridad 
y Defensa Nacional (COSEDENA) desde el año 2014.25 Esta situación si bien representa 
una ventaja para la gestión pública de los proyectos de inversión, no cuenta con el 
marco presupuestal para su implementación. Es aquí donde se tienen que asumir los 
retos con un enfoque optimista para ver el asunto como una oportunidad que permita 
encontrar fuentes de financiamiento que se alineen con las políticas públicas y el marco 
legal vigente. La norma para la “Mesa Ejecutiva para la implementación de la reforma 
de la Industria Nacional a través del Fortalecimiento de la Industria Naval en el Perú”, 
aprobada por el MEF el 6 de septiembre del 2022, es un hito que da inicio a un mejor 
porvenir para este sector industrial y para la Defensa Nacional.

Conclusiones

La construcción naval en el Perú debe ser considerada como una actividad productiva 
en el más alto nivel del Estado, a través de la estrategia de seguridad y defensa nacional. 
Esto establecerá mecanismos para mejorar las capacidades y competitividad del país, 
empleando alianzas estratégicas en el corto y mediano plazo con astilleros de prestigio 
internacional para la producción de bienes y servicios de calidad que permitan el 
cierre de las brechas tecnológicas existentes. Asimismo, los modelos extranjeros 
confirman que, sin la participación del Estado, la industria naval no puede sostenerse 
en el tiempo, ya que tiene que mantener un balance entre la fuerza y la carga laboral, 
haciendo de la construcción naval una de las actividades del desarrollo económico 
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local que beneficie directamente a los intereses y objetivos nacionales. Sin duda, 
el establecimiento de la Mesa Ejecutiva por parte del MEF es una buena señal para 
encarar el problema nacional y entender los verdaderos potenciales de la industria 
naval, considerando que los planes estratégicos de la MGP se encuentran aprobados 
por el COSEDENA, y que evidencian que el reemplazo de la escuadra nacional es un 
pendiente impostergable para la Nación. Ahora solo queda ponerse de acuerdo y ver 
las fuentes de financiamiento que materialicen su sostenimiento en el mediano plazo. 
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Operación Verde Brasil: 
Contribuciones y Retos para la 
Preservación de la Amazonía

Alexandre Baretta

Resumen

A lo largo de la historia brasileña, sus Fuerzas Armadas (FF. AA.) han estado presentes en 
prácticamente todo el territorio, garantizando la soberanía y contribuyendo al desarrollo 
nacional. En este contexto, el Ejército del Brasil es una de las instituciones del Estado con 
mayor número de efectivos y capacidad logística en la región amazónica, la misma que 
incluye uno de los biomas terrestres más importantes y codiciados del planeta. Actualmente, 
las pautas ambientales y la preservación de la Amazonía son temas que dominan el 
escenario internacional y requieren acciones efectivas de los gobiernos para la protección 
y desarrollo sostenible de este importante patrimonio. En ese sentido, en este artículo se 
analizan las contribuciones de la Operación Verde Brasil ejecutada entre los años 2019 y 
2021 para proteger y preservar la Amazonía brasileña, a través de acciones de las FF. AA. 
tendientes a potenciar las capacidades de los órganos de fiscalización ambiental, limitando 
la deforestación y combatiendo a las organizaciones delictivas presentes en esta región. 

Palabras clave: Amazonía, Operación Verde Brasil, Protección Ambiental, Operaciones 
Interagenciales.

Introducción

La preservación del medio ambiente es un tema que -con mayor frecuencia- ocupa la 
agenda internacional. A partir de la década de 1980, el tema de la seguridad internacional 
pasó a considerar, además de los aspectos militares, los aspectos económicos, sociales, 
políticos y ambientales, estableciéndose así conceptos integrales para el análisis 
de la seguridad internacional, como los teorizados por la Escuela de Copenhague.1 

Actualmente, debido a que el entorno internacional se caracteriza por la volatilidad, 
la incertidumbre, la complejidad y la ambigüedad, esta situación expone a los estados-
nación a diferentes tipos de amenazas convencionales y no convencionales. Una de 
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estas amenazas es la degradación ambiental que afecta negativa y significativamente 
la seguridad y el desarrollo nacional de los países, especialmente de aquellos con 
grandes extensiones de bosques, como los amazónicos.

La Amazonía ocupa cerca del 60 % del territorio brasileño y es considerada una de las 
regiones con mayor biodiversidad del mundo.2 Además, diferentes estudios señalan 
la existencia de un gran potencial económico en dicha región, producto de sus ricos 
y vastos recursos naturales. Por lo tanto, esta situación atrae la codicia de actores 
nacionales e internacionales que buscan explotar los recursos, muchas veces sin 
consentimiento del Estado brasileño y sin preocupación por el desarrollo sostenible, 
afectando negativamente a este importante bioma terrestre.

Para mantener la soberanía y la integridad territorial de la Amazonía brasileña, 
las Fuerzas Armadas (FF. AA.) de Brasil cuentan con un gran número de efectivos, 
principalmente del Ejército, en dicha región.3 Adicionalmente, el Estado brasileño 
cuenta con órganos responsables de proteger el medio ambiente, a través de las 
inspecciones y la promoción del desarrollo sostenible. En este contexto de protección 
ambiental, el gobierno brasileño lanzó la Operación Verde Brasil entre los años 2019 
y 2021.4 Esta operación se desarrolló en un ambiente interagencial y contó con la 
participación de varias instituciones ambientales, órganos de seguridad pública y las 
FF. AA. de Brasil.

En ese sentido, en este artículo se describe el empleo de las FF. AA. brasileñas en el 
contexto de la Operación Verde Brasil a fin de verificar si ese empleo permitió mejorar 
las capacidades de las agencias públicas en la lucha contra los ilícitos ambientales en la 
Amazonía brasileña. Para ello, se realizará la caracterización del problema ambiental 
de la Amazonía brasileña, la revisión normativa relacionada con las operaciones de 
Garantía de la Ley y el Orden en Brasil, así como la descripción de las acciones y 
resultados de las Operaciones Verde Brasil.

Amazonía Brasileña

Brasil tiene una población estimada de 213 millones de habitantes y cerca de 8.5 millones 
de km2 de extensión, siendo el quinto país más grande del mundo.5 Asimismo, Brasil 
es considerado el principal país amazónico por albergar en su territorio la mayor 
parte de este bioma terrestre. El bioma amazónico, con cerca de 7 millones de km2, 
cubre la floresta tropical más grande del mundo y se extiende por el territorio de 
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nueve países sudamericanos: Brasil, Bolivia, Colombia, Ecuador, Guayana Francesa 
(Francia), Guayana, Perú, Surinam y Venezuela.6

En el año 1953, el gobierno brasileño creó la región denominada “Amazonía Legal” 
con el objetivo de promover el desarrollo de esta área. Esta región cubre el territorio 
de nueve estados brasileños y tiene una población de alrededor de 28 millones de 
habitantes, con una densidad de población de 5.6 habitantes por km2, muy por debajo 
del promedio brasileño de 22.4 habitantes por km2. De esta forma, el 60 % del territorio 
brasileño está ocupado por solo el 13 % de su población.7 

Una de las características más llamativas de la Amazonía es la gran biodiversidad que 
existe en este bioma terrestre. Los estudios estiman que existen más de 30 millones 
de especies animales en la región, buena parte de las cuales aún no ha sido encontrada 
y catalogada.8 De esta forma, la Amazonía tiene un gran potencial por descubrir y 
explotar. Además de la fauna, la región también cuenta con una exuberante y variada 
flora, la cual está formada por especies de alto valor comercial, como la caoba. 9 
Igualmente, la Amazonía tiene uno de los índices de precipitación pluvial más altos 
del mundo, lo que genera una gran disponibilidad de agua. Se estima que cerca del 20 
% de toda el agua dulce de los ríos del planeta está presente en esta región, y que el 80 
% del agua dulce del país se encuentra en la Amazonía.10

Otro aspecto que contribuye a que la Amazonía sea reconocida como una importante 
reserva hídrica es la presencia del Acuífero Alter do Chão, que es considerado el 
mayor del planeta, con aproximadamente 86 mil km3 de agua distribuida sobre una 
superficie de 400 mil km2, encontrándose íntegramente en la Amazonía brasileña. 
El citado acuífero tiene gran parte de su composición al aire libre, además de estar 
ubicado en una zona de baja densidad de población, lo que facilita su exploración.11

Toda esta riqueza atrae intereses económicos de diferentes sectores y actores, tanto 
a nivel nacional como internacional. Esta codicia -muchas veces- conlleva a una 
explotación desenfrenada e insostenible que genera diversos delitos ambientales 
que comprometen el equilibrio ecológico del bioma terrestre. Entre los principales 
delitos ambientales que ocurren en la Amazonía brasileña destacan los siguientes: 
(1) la tala ilegal, caracterizada por la tala selectiva de árboles de gran valor comercial 
(como ipés y castaños) para su posterior comercialización en el mercado nacional e 
internacional. Este tipo de extracción viola la legislación vigente, siendo uno de los 
principales factores de deforestación en la zona; (2) la minería ilegal, principalmente 
de oro, la cual ocurre -generalmente- en áreas de protección ambiental o reservas 
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indígenas, sin respetar las normas vigentes y con poca preocupación por los impactos 
ambientales; y (3) la agricultura y ganadería con pasivos ambientales, a través del uso 
no autorizado de áreas forestales, utilizando la quema ilegal del bosque para crear 
zonas de pastos.12

Tomando como referencia la ocurrencia de ilícitos ambientales y con base en la teoría 
de securitización de la Escuela de Copenhague, los actores internacionales buscan 
establecer un proceso de securitización de la preservación de la Amazonía. Este 
proceso ocurre cuando un objeto de referencia (por ejemplo, el medio ambiente) es 
tratado por un “agente securitizador” como si estuviera bajo una amenaza. De esta 
forma, este agente comienza a exigir medidas extraordinarias, como el uso de la 
fuerza, para hacer frente a la supuesta amenaza.13 Al final de este proceso, el asunto 
pasa a un nivel politizado y es tratado por los más altos niveles de gobierno.

La declaración del expresidente francés François Mitterrand, referida a que Brasil 
debería aceptar una soberanía relativa sobre la Amazonía, es un claro ejemplo de 
discurso con sesgo secutirizador por parte de autoridades internacionales. Otro 
ejemplo es la declaración del presidente francés Emannuel Macron, quien afirmó que 
los incendios ocurridos en la Amazonía en el año 2019 deben ser considerados como 
una crisis internacional, sugiriendo que el asunto sea tratado en la cumbre de los 
países miembros del G7; es decir, sin la presencia de representantes brasileños.

A estos discursos se suma la narrativa internacional de que la Amazonía es el “pulmón 
del mundo,” siendo la responsable de producir gran parte del oxígeno del planeta. 
La Amazonía, ciertamente, juega un papel importante en el contexto del equilibrio 
ecológico, pero los estudios científicos han demostrado que la mayor parte del 
oxígeno se produce en los mares, a través del fitoplancton. Asimismo, los científicos 
han demostrado que el bosque -en sí mismo- consume gran parte del oxígeno que 
produce, no suministrándolo a otras partes del mundo.14

De esta forma, la securitización del medio ambiente, los delitos ambientales y la 
dificultad del Estado para establecer su presencia en una zona de densa selva y vacío 
demográfico aumentan el desafío de implementar acciones de protección ambiental. 
En este contexto, un modelo adoptado por el gobierno brasileño fue la ejecución de 
una operación con enfoque interagencial para combatir los ilícitos ambientales en la 
Amazonía brasileña: la Operación Verde Brasil, que se llevó a cabo entre los años 2019 
y 2021.
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Operaciones de Garantía de la Ley y el Orden en Brasil

Según el Artículo 142 de la Constitución de la República Federativa de Brasil, “las 
FF. AA. brasileñas están constituidas por la Marina, el Ejército y la Fuerza Aérea, y 
tienen por objeto la defensa de la Patria, garantizar los poderes constitucionales y, 
por iniciativa de cualquiera de éstos, la ley y el orden.”15 Las Operaciones de Garantía 
de la Ley y el Orden son operaciones militares realizadas por las FF. AA. de Brasil 
con características específicas, como el hecho de ser conducidas en forma episódica, 
en un área preestablecida y por un tiempo limitado. El empleo de las FF. AA. en este 
contexto es competencia exclusiva del Presidente de la República.16

Asimismo, el Artículo 16-A de la Ley Complementaria N° 97, del 9 de junio de 1999, 
que trata sobre el empleo de las FF.AA., establece que estas instituciones pueden 
ejercer atribuciones subsidiarias actuando en la franja fronteriza, mediante acciones 
preventivas o represivas, contra los delitos transfronterizos y ambientales, pudiendo 
actuar solo o en coordinación con otros organismos, a través de Operaciones 
Interagenciales.17 Al respecto, el uso del término interagencial es reciente en Brasil, 
siendo más utilizado en el ámbito militar, a partir de la década de 2010, en los manuales 
de las FF. AA. Las operaciones interagenciales se definen, por tanto, como la relación 
entre las FF. AA. y otras agencias, todo ello con el objeto de conciliar intereses y 
esfuerzos en la consecución de fines comunes. De esta forma, se evita la duplicidad 
de acciones y la dispersión de recursos, contribuyendo a la formulación de soluciones 
efectivas y de menor costo.18

Operación Verde Brasil

La Operación Verde Brasil se ha ejecutado en dos oportunidades. La primera se 
realizó del 24 de agosto al 24 de octubre de 2019 y fue autorizada por el Decreto 
Presidencial N° 9.985/2019.19 En esta operación se emplearon efectivos de las FF. AA. 
en coordinación con los organismos de control ambiental y de seguridad pública, 
en un ambiente interagencial, caracterizado como una Operación de Garantía de la 
Ley y el Orden Ambiental. Esta primera versión de la operación tenía como objetivo 
combatir los delitos ambientales con un enfoque en la identificación y combate de los 
incendios forestales que ocurrían en la Amazonía brasileña en ese momento, siendo 
ampliamente difundidos por los medios de comunicación internacionales, con un 
sesgo de securitización sobre el tema.
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La segunda operación, Verde Brasil 2, tuvo un alcance más amplio y fue autorizada 
a través del Decreto N° 10.341/2020, de 6 de mayo de 2020. Inicialmente, se planeó 
que se ejecutara del 11 de mayo al 10 de junio de 2020. Sin embargo, sufrió varias 
prórrogas, extendiéndose hasta el 31 de abril de 2021, con la participación permanente 
de la Armada, Ejército y Fuerza Aérea, en coordinación con diversos órganos y 
agencias ambientales y de seguridad pública, entre los que se encuentran: el Instituto 
Brasileño de Medio Ambiente y Recursos Renovables (IBAMA),20 el Instituto Chico 
Mendes para la Conservación de la Biodiversidad (ICMBio), la Policía Federal (PF), 
la Policía Federal de Carreteras (PRF), la Agencia Brasileña de Inteligencia (ABIN), 
la Fundación Nacional del Indio (FUNAI), y la Fuerza Nacional de Seguridad Pública 
(FNSP). Esta operación tuvo como objetivo realizar acciones preventivas y represivas 
contra diversos delitos ambientales, enfocadas en reducir la deforestación ilegal y 
combatir incendios forestales en áreas fronterizas, tierras indígenas y unidades 
federales de conservación ambiental en la Amazonía Legal Brasileña. Todo ello, con 
el objetivo de contribuir a la preservación ambiental de esa región y la percepción 
positiva del país a nivel nacional e internacional.21

Para la ejecución de esta operación se conformaron tres Comandos Conjuntos con 
sede en las ciudades de Manaus, Belém y Campo Grande. Estos Comandos empleaban, 
aproximadamente, 2,000 soldados por día. A lo largo de toda la operación, se utilizaron 
alrededor de 700 vehículos, 120 embarcaciones y 16 helicópteros (acumulando más de 
3,000 horas de vuelo).22 Todos estos recursos de las FF. AA. permitieron materializar 
-con mayor celeridad- la presencia del Estado en distintas zonas de la Amazonía 
Legal, contribuyendo significativamente a una actuación más amplia de los agentes 
de fiscalización ambiental.

De esta forma, las Operaciones Verde Brasil 1 y 2 fueron concebidas con el objetivo 
de integrar esfuerzos y coordinar acciones entre las FF. AA. y otras agencias, 
especialmente aquellas con responsabilidades de fiscalización ambiental. En este 
sentido, las FF. AA., en particular el Ejército de Brasil, realizaron acciones de seguridad 
a los equipos de inspección, establecieron puntos de control en tierra y vías fluviales, 
realizaron reconocimientos aéreos de áreas de deforestación, combatieron incendios, 
y brindaron un valioso apoyo en materia de inteligencia.

Adicionalmente, el apoyo logístico brindado por el Ejército fue fundamental para el 
éxito y eficacia de las acciones de fiscalización y lucha contra los delitos ambientales 
realizadas por el IBAMA y el ICMBio. La capacidad logística de las organizaciones 
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militares y su distribución geográfica en la Amazonía Legal permitieron el despliegue 
de varias bases avanzadas que contribuyeron -de manera significativa- a optimizar 
el trabajo de los organismos ambientales. Por ejemplo, la instalación de una base 
del Ejército, cerca del municipio de Uruará, en el estado de Pará, permitió al IBAMA 
realizar la inspección de 32 aserraderos en ese municipio. Esta base brindó el apoyo 
necesario para llevar a cabo la planificación, seguridad, alojamiento y alimentación de 
más de 250 personas, entre militares, agentes de inspección ambiental y agentes de 
seguridad pública durante más de dos meses de acciones en la zona.

Como resultados tangibles, en la Operación Verde Brasil 1, durante sus dos meses 
de duración, se combatieron cerca de 1,900 incendios y se incautaron más de 23,000 
metros cúbicos de madera y 26,000 litros de combustible. Además, se detuvieron 127 
personas y se impusieron multas por un valor total de más de 141 millones de reales23 
(aproximadamente 27 millones de dólares). De igual manera, en la Operación Verde 
Brasil 2 se obtuvieron resultados más significativos, debido a la mayor duración y 
amplitud de enfoque en los delitos ambientales. En esta operación se realizaron 337 
detenciones, se incautaron más de 500,000 metros cúbicos de madera, 990 vehículos 
(incluidos tractores), 1,137 maquinarias de minería y aserrío, 374 barcazas y accesorios 
de minería y 20 aeronaves. Las agencias ambientales impusieron más de 3,300 
millones de reales en multas (aproximadamente 632 millones de dólares). Además, se 
observó una reducción del 15 % en la deforestación en el periodo de agosto de 2020 a 
abril de 2021.24 El costo total de las dos operaciones rondó los 400 millones de reales25 
(aproximadamente 76.7 millones de dólares).

Conclusiones

Las Operaciones Verde Brasil fueron una forma innovadora de emplear los medios del 
Estado brasileño para combatir los delitos ambientales en el área de la Amazonía Legal. 
De esta manera, Brasil demostró su preocupación y compromiso con la preservación 
y protección del bioma terrestre amazónico, integrando las diversas capacidades del 
poder nacional en favor de este objetivo. Asimismo, la Garantía de la Ley y el Orden 
Ambiental permitió a las FF. AA. coordinar esfuerzos con las agencias ambientales 
para potenciar sus acciones y aumentar la efectividad de la fiscalización y la lucha 
contra los delitos ambientales. Varias características de las FF. AA., en especial del 
Ejército, como el gran conocimiento de la zona y la capacidad para desplegar áreas 
logísticas brindando un apoyo avanzado y eficiente a los equipos de campo, fueron 
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fundamentales para obtener resultados significativos en la lucha contra los ilícitos 
ambientales. Cabe destacar que las multas impuestas superaron en más de ocho veces 
el valor total de las operaciones.

El empleo coordinado de efectivos de las FF. AA. con miembros de organismos 
ambientales y de seguridad pública permitió una mayor integración entre los 
involucrados, además de incrementar la capacitación de los equipos, facilitando las 
acciones futuras y permitiendo alcanzar resultados significativos en la lucha contra 
los ilícitos ambientales. En ese sentido, la ejecución de las Operaciones Verde Brasil 
se presenta como una forma innovadora de ejecutar operaciones interagenciales en el 
contexto de la protección ambiental y la preservación de la Amazonía, manteniendo la 
sostenibilidad y la biodiversidad de ese importante bioma terrestre. Además, respalda 
la soberanía nacional al oponerse a discursos con sesgo securitizador en temas de 
protección de la Amazonía. Finalmente, la Operación Verde Brasil demostró ser un 
modelo efectivo y fácil de replicar, pudiendo realizarse acciones conjuntas entre los 
países amazónicos, a través de acuerdos que busquen combatir las amenazas a la 
Amazonía.
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Disputas Hegemónicas en el Indo-
Pacífico y su Impacto en el Perú

Humberto Martínez Mujica

Resumen

En este artículo se analiza la situación de inestabilidad del Indo-Pacífico, originada 
por las disputas hegemónicas entre Estados Unidos y la República Popular China, así 
como de ésta última con Malasia, Filipinas, Taiwán, Vietnam, Brunei y Japón, sobre 
territorios marítimos reclamados por cada una de las partes. Asimismo, se analiza cómo 
este escenario afecta a las líneas de comunicaciones marítimas del Perú, que fluyen 
desde sus costas hasta los principales puertos del sudeste asiático, tomando en cuenta 
que estas concentran la mayoría de las rutas del comercio peruano. Con el fin de afrontar 
esta situación, se deben fortalecer las capacidades navales del Perú para contar con 
una flota de buques de guerra que pueda sobrellevar una permanencia prolongada en 
altamar y estabilizar las áreas marítimas en caso de conflicto, como parte de una fuerza 
marítima multinacional de mantenimiento de paz que apoye la política exterior del 
Estado Peruano.

Palabras clave: Indo-Pacífico, Disputas Hegemónicas, Comercio Exterior, Perú.

Introducción

La región del Indo-Pacífico concentra casi la mitad del Producto Bruto Interno Mundial 
(PBI mundial). Por esta región fluye la mayoría de las rutas del comercio peruano, a 
través de las líneas de comunicaciones marítimas (LLCCMM) correspondientes.1 En 
la cuenca del Asia Pacífico, cohabitan las actuales superpotencias, los Estados Unidos 
(EE. UU.) y la República Popular China (RPC), y otras potencias relevantes como Japón, 
Australia, Corea del Sur y la India. Sin embargo, si bien esta región ofrece muchas 
oportunidades de comercio y desarrollo económico a los países ribereños, las costas 
del Sudeste Asiático son testigos de las disputas de los países hegemónicos por 
prevalecer como la potencia más influyente en esa estratégica región.2 
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Ambas superpotencias (los EE. UU. y la RPC) han diseñado sus propias estrategias 
para aumentar su poder y control en esta área. La RPC sostiene disputas territoriales 
marítimas en el Mar del Sur de China (MSC) con Malasia, Filipinas, Taiwán, Vietnam, 
Brunei y Japón,3 siendo esta región el destino de una parte significativa de las 
exportaciones peruanas. Por consiguiente, resulta sensible a los intereses peruanos 
la forma cómo la seguridad en el mar del Indo-Pacifico se pueda ver afectada por 
las crisis geopolíticas que surjan debido a las constantes fricciones entre los actores 
ahí presentes. En ese sentido, lo analizado en el presente artículo resulta de gran 
importancia por tratarse de la seguridad en la fluidez del comercio exterior peruano.4

Asimismo, en dicha región, existe actividad de piratería frente a las costas somalíes 
e indias.5 Tanto la disputa hegemónica de las dos superpotencias como las disputas 
territoriales de la RPC con sus países vecinos podrían devenir en un conflicto de alta 
intensidad, lo que afectaría la llegada de las exportaciones peruanas a los países del Asia 
Pacífico. Por lo tanto, esta situación obliga a desarrollar una estrategia para afrontar 
esta posibilidad, a fin de estabilizar las zonas en disputa y proyectar fuerzas militares 
en las zonas en conflicto, como parte de una fuerza multinacional de mantenimiento 
de paz.6 

De acuerdo a la Asociación de Comercio Exterior del Perú (COMEX), el comercio del 
Perú con los mercados asiáticos es muy importante para la balanza comercial nacional, 
teniendo una tendencia de crecimiento sostenida,7 por lo que las áreas en disputa del 
MSC y las LLCCMM que fluyen por esa importante área estratégica son clave para 
los intereses nacionales. En ese sentido, se debe tomar en cuenta que el Callao es 
el principal puerto peruano, desde donde fluyen las exportaciones a los mercados 
asiáticos. Igualmente, se debe considerar que el puerto de Chancay superará al Callao 
en capacidades e infraestructura en el mediano plazo, por lo que la región central 
del país se consolidará como un concentrador del comercio marítimo del Pacífico 
sudamericano hacia el continente asiático. 

En ese contexto, la Marina de Guerra del Perú (MGP) hace esfuerzos por seguir 
impulsando sus relaciones y elevar su nivel de interoperabilidad con las marinas 
ribereñas del Indo-Pacífico. No obstante, se requiere de mayores recursos para 
respaldar el esfuerzo institucional en materia de cooperación internacional y 
seguridad marítima en esa estratégica región.
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Contexto Geopolítico: Disputas hegemónicas

A pesar de la indiscutida hegemonía global de la Marina de los EE. UU., se observa 
una creciente preocupación estadounidense por el rápido ascenso de potencias 
emergentes, como la RPC. Principalmente, porque representa un serio desafío a la 
capacidad de EE. UU. de ejercer el control e influencia en las principales LLCCMM, así 
como de proyectar el poder naval sobre tierra en sus Zonas de Interés.8 Al respecto, el 
Fondo Monetario Internacional señala que en el año 2014, la RPC superó en Producto 
Bruto Interno y en Paridad del Poder Adquisitivo a los EE. UU. Asimismo, según las 
proyecciones de este organismo internacional, la RPC seguirá creciendo a paso firme, 
frente a un declive económico de los EE. UU. y la Unión Europea hacia el año 2050. 
En el ámbito militar, entre los años 1992 y 2017, la RPC también ha incrementado su 
gasto en defensa en, aproximadamente, un 800 %,9 acortando distancias de manera 
sostenida con relación a los EE. UU.

Más del 90 % del comercio global se realiza por vía marítima, a la vez que diversas 
LLCCMM (tanto de carga general como de transporte de recursos energéticos) 
discurren desde el Golfo Pérsico a través del Mar Meridional de China. Específicamente, 
en el MSC se moviliza el 30 % del comercio marítimo mundial. Esta situación hace 
que esta zona sea vital para el comercio de los EE.UU. y sus aliados, pero también 
para la RPC ya que a través de las LLCCMM que fluyen por el Estrecho de Malaca se 
transporta su comercio y recursos energéticos, imprescindibles para su crecimiento 
económico.10 

Asimismo, desde mediados de la década de 1990, la RPC ha iniciado un plan de 
modernización naval, transformándola en una Marina de Guerra mucho más 
actualizada y capaz, lo que le ha permitido conducir un mayor número de operaciones 
tanto en dicha zona como en las inmediaciones del Océano Indico, del oriente 
medio y de Europa. Igualmente, la RPC ha desarrollado un sostenido programa de 
construcciones navales que la hacen contar con la flota más numerosa del mundo, 
listando un total de 360 naves frente a las 297 de la Marina estadounidense.11

Los diseños y desarrollos en materia de construcción naval de la RPC, le están 
proveyendo de buques con un nivel tecnológico y armamentístico similar al de sus 
contrapartes occidentales. En el desarrollo de sistemas de armas destacan nuevas 
familias de misiles antibuque, tales como misiles balísticos (ASBM) de hasta 4,000 
kilómetros de alcance, misiles crucero antibuques (ASCM) de hasta 1,500 kilómetros 
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de alcance (siendo algunos modelos de velocidad supersónica), drones (de superficie, 
submarinos y aéreos), así como sistemas sofisticados de C4ISR (comando, control, 
comunicaciones, computadoras, inteligencia, vigilancia y reconocimiento). Sin duda, 
los ASBM y ASCM constituyen una amenaza directa a las fuerzas navales de los EE. UU. 
y de sus aliados, pudiendo ser usados para denegar el acceso de esas fuerzas navales 
a sus zonas de influencia y control. Estos sistemas de armas son desplegados en 
sitios de lanzamiento ubicados en zonas costeras, pero también a bordo de unidades 
de superficie, submarinas y aéreas. Por lo tanto, estos sistemas están destinados a 
disuadir a las Marinas de Guerra oponentes de intentar proyectar sus fuerzas en el 
área o hacia zonas costeras, en caso de crisis o conflicto.12

Adicionalmente, en las inmediaciones del Estrecho de Ormuz, donde fluye una de las 
principales LLCCMM de transporte energético, Irán ha venido desplegando sistemas 
de armas en sus zonas ribereñas que podrían comprometer la libertad de tránsito 
de las naves petroleras y gaseras en caso de conflicto o crisis, situación que afectaría 
gravemente los intereses de EE. UU. y sus aliados. Lo propio viene realizando Rusia 
en sus zonas de interés estratégico, como el Mar Negro, el Mar Caspio y el territorio 
costero sirio.13

Disputas Territoriales Marítimas

La RPC, sabiéndose ya una nueva superpotencia, reclama para sí una presencia 
e influencia creciente en aquellas zonas que considera vitales y estratégicas para 
el sostenimiento de su economía e industria. Esto se viene materializando con su 
reclamación territorial sobre un amplio espacio marítimo en el llamado MSC, zona 
que además es centro de reclamaciones de otros seis Estados ribereños. En dicha 
área, la RPC hace sentir su poder a través del incremento de su presencia naval y 
la construcción de islas artificiales. Sobre estas islas, la RPC viene instalando bases 
navales y aeródromos militares, así como sistemas de armas que le permiten proyectar 
su poder militar sobre esta vía de comercio marítimo, lo que colisiona con el deseo de 
los EE. UU. de mantener el libre tránsito marítimo y asegurar su libertad de navegación 
e influencia en esa zona estratégica.14 

Al respecto, algunas de las islas y arrecifes en disputa son los siguientes: las Islas 
Paracelso (reclamadas por China y Vietnam, pero ocupadas por China), las Islas Spralty 
(reclamadas por China, Taiwán y Vietnam, y –parcialmente- por Filipinas, Malasia y 
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Brunei, pero ocupadas por todos estos países, excepto por Brunei), los arrecifes de 
Scarborough (reclamados por China, Taiwán y Filipinas, pero controlados por China 
desde el año 2012), y las islas Senkaku (reclamadas por China, Taiwán y Japón, pero 
administradas por Japón).15

Estrategia Anti Acceso / Denegación de Área 

Según los estrategas estadounidenses, la RPC, en su intento de denegar a sus adversarios 
la libertad de movimiento en el campo de batalla, ha elaborado la Estrategia Anti 
Acceso / Denegación de Área (A2/AD, por sus siglas en inglés). Para el anti-acceso del 
enemigo en el área de operaciones, los chinos tienen previsto el empleo de aeronaves 
de combate, buques de guerra, misiles balísticos y cruceros especializados para atacar 
blancos clave. La denegación de área es la acción de denegar al enemigo su libertad de 
acción en las áreas bajo control amigo, empleando medios defensivos, como sistemas 
de defensa aérea y marítima. Esta estrategia de A2/D2 estaría siendo desarrollada por 
la RPC, Rusia e Irán, representando un serio desafío a las Fuerzas Navales de los EE. 
UU. y sus aliados, en su esfuerzo por mantener las LLCCMM abiertas a la navegación. 

Los líderes navales estadounidenses manifiestan abiertamente el peligro de estos 
nuevos desafíos y competidores en los océanos y rutas de comercio marítimo, ya sea 
en importantes eventos internacionales (como el Surface Navy Association National 
Symposium del año 2015) o en el desarrollo de sus estrategias y políticas de seguridad 
nacional en el ámbito marítimo (como la “A Cooperative Strategy for 21st Century 
Seapower” del año 2015 y la “Advantage At Sea” del año 2020).16 La respuesta de la 
Marina estadounidense a tales desafíos es la estrategia propuesta por su comunidad 
de guerra de superficie, llamada “Letalidad Distribuida” (LD), que consiste en ejercer 
el control marítimo en extensas áreas de mar, donde trascurren las LLCCMM, usando 
la mayor cantidad posible de unidades navales con una robustecida capacidad de 
armas, sensores y sistemas de C4I, frente a potencias emergentes que intenten hacer 
efectivas sus estrategias de A2/D2.

Letalidad Distribuida

Según se describe en la “Estrategia de la Fuerza de Superficie de los EE. UU.” del año 
2015, se busca retomar el control del mar y la implementación de una LD como un 
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principio organizacional y operacional para controlar el mar a voluntad. La LD busca 
reforzar las capacidades defensivas y ofensivas de las fuerzas de superficie, a fin de 
llevar a cabo operaciones ofensivas más eficaces y derrotar múltiples agresiones. En 
tal sentido, el concepto de LD permitiría el control del mar en un lugar seleccionado. 
Esto se lograría incrementando las capacidades ofensivas y defensivas individuales 
de cada buque, empleándolos en formaciones en dispersión a lo largo de áreas 
geográficas extensas, generando con ello fuegos distribuidos. 

La LD diferencia las características de los niveles tanto operacional como táctico. A 
nivel táctico, la LD incrementa la letalidad de la unidad y reduce la vulnerabilidad de los 
buques de guerra a ser detectados y designados como blancos. A nivel operacional, la 
LD emplea los buques como elementos de paquetes ofensivos de fuerzas adaptativas 
que son misionados y capaces de realizar operaciones dispersas. Los paquetes de 
fuerzas adaptativas permiten a los comandantes la habilidad de escalar capacidades 
de fuerza dependiendo del nivel de la amenaza. Este medio de empleo está diseñado 
para campos de batalla abiertos y permite el ocultamiento y la decepción (engaño) a 
fin de inyectar incertidumbre y complejidad al esfuerzo de designación de blancos del 
adversario.17

Importancia de las Aguas del Sudeste Asiático para el Comercio Exterior 
del Perú

Las costas del Perú forman parte de una cuenca oceánica que se extiende desde la 
Patagonia hasta Alaska, y que luego se proyecta hasta Oceanía y el sudeste asiático. La 
cuenca del Pacífico alberga la mayor extensión oceánica del planeta y concentra a la 
mitad de la población mundial, incluyendo a las principales potencias hegemónicas (EE. 
UU. y China) y a otras potencias relevantes ( Japón, Corea del Sur, Taiwán, Hong Kong 
y Singapur), concentrando más del 40 % del PBI mundial.1 Estas condiciones ofrecen 
al Perú enormes oportunidades en el campo del comercio, colocando un volumen de 
exportaciones cada vez mayor e impulsando su crecimiento y desarrollo económico. 
El Perú ha realizado importantes acuerdos comerciales, incorporándose, por ejemplo, 
a la APEC (Asian Pacific Economic Cooperation). En el ámbito de la Defensa, el Perú 
forma parte del Simposio Naval del Pacífico Occidental,18 participando activamente, 
a través de la MGP, de los ejercicios navales más grandes del mundo, llamados Rim of 
the Pacific (RIMPAC), e impulsando las relaciones de esa institución armada con sus 
pares de la cuenca del Pacífico.19
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De acuerdo a COMEX, el 42 % de las exportaciones peruanas tuvieron como destino 
China, India, Corea del Sur y Japón. Asimismo, las exportaciones a países del Asia-
Pacífico son sostenidamente crecientes, por lo que las áreas en disputa del MSC y 
las LLCCMM que fluyen por esa importante área estratégica, revisten de especial 
importancia para los intereses peruanos.20 Cabe destacar que, cuatro de los cinco 
países del mundo con los que el Perú intercambia más comercio, pertenecen a la 
cuenca del Pacífico. Según el excanciller Óscar Maúrtua, el comercio entre el Perú y 
las otras 20 economías de la APEC alcanzó la cifra récord de 58 mil millones de dólares 
en el año 2018. Por ende, las economías de la APEC representan un 64 % del comercio 
total peruano. En el año 2019, las exportaciones del Perú a la APEC bordearon los 29 
mil millones de dólares. Por su parte, las importaciones a favor del Estado peruano 
representaron un 65 %, lo que equivale a 26 mil millones de dólares.21 Por lo tanto, lo 
que suceda en la cuenca del Asia Pacífico impactará directamente a la economía y 
desarrollo del Perú.22

De acuerdo con el Ministerio de Comercio Exterior y Turismo, el intercambio 
bilateral del Perú con los Estados miembros de la APEC se ha ido incrementando de 
manera sostenida desde el ingreso del Perú a ese importante foro económico en el 
año 1998. Actualmente, los principales socios económicos del Perú son China, EE. 
UU. y Corea del Sur, en ese orden. La tendencia es alcista, por lo que habrá muchas 
más oportunidades de ampliar mercado para productos peruanos primarios y no 
primarios en esa estratégica región. Del mismo modo, se puede mencionar que el 
comercio del Perú hacia los mercados asiáticos y de Oceanía se ve influenciado por 
las LLCCMM.23 

En ese contexto, la MGP cuenta con seis fragatas misileras para resguardar las 
LLCCMM en altamar. Sin embargo, por su limitada capacidad de absorción de daños 
y autonomía, estas fragatas no cuentan con capacidades de navegación oceánica 
sostenida.24 Aunque la mayoría de estas fragatas han sido recientemente actualizadas, 
sus cascos y estructuras se encuentran envejecidos, por lo que no sería recomendable 
su despliegue en espacios oceánicos muy alejados de las costas sudamericanas. A fin 
de contar con unidades de superficie con capacidades de navegación sostenida y 
confiable en mares abiertos y distantes, se requiere reemplazarlas con buques nuevos 
(de mayor porte, desplazamiento, capacidades de fuego y absorción de daños), para 
que estos puedan interoperar dentro de una fuerza naval multinacional.
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Visión No Occidental de las Disputas Hegemónicas entre China y Estados 
Unidos

La disputa entre los EE. UU. y la RPC se debe a que la primera se ve amenazada por 
el enorme poder emergente de la segunda, generándose así una situación a la que 
se le denomina la “Trampa de Tucídides,” en alusión al escenario donde una nueva 
potencia emerge y disputa la hegemonía a la potencia dominante. Esto produce una 
serie de fricciones cuando la primera trata de constreñir a la segunda. En el caso entre 
los EE. UU. y la RPC, existe una disputa por la influencia en la zona del Indo-Pacífico, 
pero también en áreas de la tecnología computacional y de las telecomunicaciones, 
la biotecnología, entre otras. Toda esa seguidilla de conflictos podría devenir en 
una guerra entre ambas superpotencias, con consecuencias inimaginables, dado el 
poderío nuclear de ambas.25

En el contexto de las disputas hegemónicas y territoriales en el Indo-Pacífico, ambas 
potencias han desarrollado sus propias estrategias para lidiar con sus desafíos de 
seguridad e incrementar su influencia política en la zona. Por un lado, la RPC ha 
desplegado bases y aeropuertos militares en puntos estratégicos del llamado collar de 
perlas, y sistemas de armas capaces de infligir daños considerables a aquellas fuerzas 
militares opuestas que sean proyectadas en la zona, como parte de la llamada estrategia 
A2/AD. Por otro lado, EE. UU. ha tejido una serie de alianzas políticas, comerciales y 
militares, que buscan socavar la influencia y poder chino en las zonas en disputa y en los 
puntos focales del comercio marítimo circundante, desarrollando la llamada estrategia 
de LD. Este contexto de continuas disputas incrementa la tensión en el sudeste asiático, 
presentando un considerable riesgo de conflicto bélico entre las partes enfrentadas.

Desde el ingreso del Perú a la APEC, la zona del Indo-Pacífico ha cobrado relevancia 
para el comercio exterior peruano. La tendencia de las exportaciones peruanas 
hacia los mercados asiáticos es marcadamente creciente, siendo China, Corea del 
Sur, Japón, Hong Kong y Taiwán sus principales destinos. Las LLCCMM peruanas 
arriban a los principales puertos de esos países, atravesando el Mar del Sur y Oriental 
de China, zonas envueltas en disputas hegemónicas y territoriales, que generan un 
clima de continua inestabilidad y un permanente riesgo de conflicto. Este escenario 
pone en peligro el flujo continuo de las exportaciones peruanas, ya que podría verse 
detenido o ralentizado en caso de un conflicto armado.

Esta situación obliga al Perú a contar con medios navales capaces de ser enviados 
en misiones de paz en el ámbito marítimo, a fin de contribuir a una desescalada 
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de conflicto y a una posterior estabilización de las zonas afectadas por los posibles 
enfrentamientos bélicos, en el marco de una fuerza multinacional marítima bajo 
mandato de las Naciones Unidas. Sin embargo, las principales unidades de superficie 
que tiene actualmente la MGP no cuentan con las capacidades suficientes para 
tales operaciones navales. Por lo tanto, se debe de impulsar la renovación de estas 
unidades de superficie por nuevas unidades, con la capacidad de operar en espacios 
oceánicos alejados de las costas, dotadas de armas y sensores de tecnología actual, y 
de contrarrestar amenazas simétricas y asimétricas.

Estas nuevas unidades de superficie permitirán también incrementar los niveles 
de interoperabilidad con las unidades de los países ribereños del Indo-Pacífico, 
pudiendo trabajar de manera combinada (con total normalidad y confiabilidad) en 
los ejercicios multinacionales que se llevan a cabo en la zona, como el RIMPAC o 
KOMODO (ejercicio multinacional que se lleva a cabo anualmente en el dominio 
marítimo de Indonesia), o formando parte de una fuerza multinacional marítima de 
mantenimiento de paz.

Conclusiones

La estrategia de LD de los EE. UU. surge como respuesta a las estrategias de A2/D2 
de las potencias emergentes, como la RPC, en su afán de incrementar su presencia 
y proteger las áreas consideradas vitales para su economía e influencia geopolítica, 
ya que el creciente despliegue naval y militar chino en el MSC y en el océano Índico 
podrían, en caso de crisis o conflicto, comprometer la libertad de navegación y de 
proyección del poder estadounidense. El incremento sostenido de la inversión en 
defensa de la RPC favorecerá la mejora de las capacidades de sus sistemas de armas, 
tanto en alcance como en precisión y potencia, incrementando el número de nuevas 
plataformas de superficie, submarinas y aéreas, y presentando un serio desafío a los 
intereses de los EE. UU. y sus aliados en dichas zonas, lo cual podría devenir en un 
conflicto armado.

El comercio exterior con los mercados asiáticos ha venido ampliándose de manera 
sostenida desde hace más de 20 años, siendo de vital importancia la protección y 
seguridad de las LLCCMM por donde fluye tal comercio. Dado este contexto de 
inestabilidad y posibles conflictos en el Indo-Pacífico, y siendo una zona de interés 
estratégico, el Sector Defensa debe de impulsar un programa de construcciones 
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navales, considerando el diseño y construcción de unidades de superficie con 
capacidades ofensivas, defensivas y de navegación oceánica. Estas acciones permitirán 
contribuir significativamente en la defensa de los intereses nacionales en el exterior. 
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Plataforma Continental y Soberanía 
Marítima: Una Controversia 
Argentino - Chilena

Edwin Ocampo Marquina

Resumen

En el año 2021, Chile hizo oficial su reclamo frente a los límites marítimos que se impusieron 
en el Tratado de Paz y Amistad de 1984. Este es un debate con algunos  antecedentes históricos 
y grandes repercusiones a nivel diplomático, entre Chile y Argentina. Desavenencia que casi 
los lleva a una guerra a finales de la década de 1970 y que, nuevamente, se hace presente, 
pero con aires de intermediación diplomática y pacífica gracias al derecho internacional. 
En el año 2009, Argentina empezó su proceso de demarcación de límites ante la Comisión 
de Límites de la Plataforma Continental, organismo creado por la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, el cual aprobó la propuesta del límite exterior 
de la plataforma continental presentada por Argentina. 

Por su parte, Chile pretende retomar lo acordado en el Tratado de Paz y Amistad de 1984 
para impugnar lo que considera como “acciones unilaterales” por parte del gobierno 
argentino. El debate territorial por los límites marítimos que ha producido altercados 
entre estos dos países deja en claro que, a pesar del tiempo transcurrido, para Chile el 
conflicto ha permanecido latente. En ese sentido, las relaciones diplomáticas entre Chile y 
Argentina continuarán siendo tensas hasta que se resuelva esta disputa.

Palabras clave: Plataforma Continental, Límites Marítimos, Derecho Internacional, 
Disputa, Organización de las Naciones Unidas.

Introducción

Argentina y Chile, países vecinos ubicados en la parte austral de América del Sur, 
comparten una frontera terrestre de 5,308 kilómetros.1 Ambos se encuentran 
unidos por vínculos e intereses históricamente comunes, los cuales se remontan a 
la época de la conquista y expansión española que organizó dichos territorios en el 
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virreinato del Río de la Plata y la Capitanía General de Chile. A lo largo de la historia 
de estos países, la configuración geográfica de dicha frontera -que se extiende sobre 
accidentes geográficos, ríos, cordilleras, canales y plataformas- ha generado crisis y 
controversias en su proceso de delimitación. 

Una de ellas fue la del Canal de Beagle, la cual -en el año 1978- devino en una crisis 
diplomática con incidentes fronterizos. Gracias a la mediación del Papa Juan Pablo 
II, se evitó el conflicto armado entre ambos gobiernos de régimen militar, cuya 
conflictividad estaba exacerbada por falsos nacionalismos. En el año 2021, tras 43 años 
de una “tensa calma,” se hizo evidente la controversia entre Argentina y Chile respecto 
a la proyección de sus plataformas continentales, las mismas que se intersectan en 
un área aproximada de 5,302 km2 al sur este de dichos países, sector que muchos 
consideran como el ingreso a la Antártida.2 Por consiguiente, la problemática adquiere 
ribetes estratégicos y, como tal, de prioridad política para ambos países.

Perspectiva Histórica

Argentina y Chile son países limítrofes, separados por la cordillera de los Andes, cuyo 
territorio abarca la parte austral del continente americano. Al igual que la mayoría 
de países de América del Sur, ambos comparten su origen por la marcada influencia 
española en el continente, si bien, a lo largo de su historia, se forjaron diferencias 
evidenciadas por sus costumbres y culturas. La llegada de los españoles al continente 
americano implicó el establecimiento de virreinatos para facilitar el control del 
territorio conquistado y la administración de los recursos que extraían de ellos. 
En ese contexto, los territorios de Argentina y Chile pertenecieron inicialmente al 
Virreinato del Perú.3 Sin embargo, en el año 1776, la corona española decidió dividir los 
territorios del Virreinato del Perú a fin de afianzar su dominio, controlar su territorio 
y mantener el flujo de los recursos que extraían de los mismos, ante las amenazas 
internas y externas de la época. 

Por un lado, la historia de Chile se inicia con la fundación de la ciudad de Santiago 
por Pedro de Valdivia en el año 1540, quien obtuvo la delegación de Francisco Pizarro 
para continuar la conquista española hacia el sur del continente. Con la fundación 
de diversas ciudades se configuró la Capitanía General de Chile, dependiente del 
virreinato del Perú, hasta consolidar su independencia en el año 1818.4 Por otro lado, 
la historia de Argentina se remonta a la fundación de su capital, Buenos Aires, la cual 
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fue fundada dos veces. La primera, en el año 1536 por Pedro de Mendoza, donde las 
complicadas condiciones de vida y la resistencia de los nativos de la zona influyeron 
en la despoblación progresiva de la misma, y la segunda en el año 1580, cuando Juan 
de Garay refundó la ciudad.5 Posteriormente, en el año 1776, ante la necesidad de 
reorganizar y fortalecer la administración de los territorios conquistados con fines 
defensivos y comerciales, se creó el Virreinato del Río de la Plata,6 cuyo territorio dejó 
de pertenecer al Virreinato del Perú y a la Capitanía General de Chile, específicamente 
el Corregimiento de Cuyo.7 Los pueblos que conformaban este virreinato afianzaron 
su independencia en el año 1816.  

Durante el proceso de independencia en América del Sur, Argentina y Chile fueron 
aliados en esta causa. Argentina fue el primero en lograr su independencia del reino 
de España. Seguidamente, lo hizo Chile con ayuda del Ejército Libertador de los Andes, 
que buscaba erradicar todo tipo de presencia española y afianzar la independencia 
de los nuevos Estados en América del Sur. Logrado el objetivo, los nuevos Estados 
fueron fortaleciendo su organización política y administrativa interna, así como 
estableciendo sus fronteras. Proceso que tomó tiempo e implicó crisis fronterizas 
que se solucionaron diplomáticamente o tras de un conflicto armado. Al respecto, 
el territorio que configuraron estos nuevos Estados fueron los mismos del periodo 
colonial, pues se aplicó el principio de Utis Possidetis, según el cual los Estados 
recientemente independizados conservarían el territorio y las fronteras establecidas 
durante la dominación española.8 Es preciso indicar que la mayor parte de la frontera 
entre Argentina y Chile está demarcada por la extensión de la Cordillera de los Andes, 
tal como lo establecieron en el Tratado de Límites de 1881. 

La historia que comparten Argentina y Chile, como la mayoría de países de la 
región, evidencia un origen común de organización administrativa y territorial por 
la influencia española. Una vez consolidadas sus independencias, cada uno buscó 
delimitar sus fronteras que, pese a la intención de los gobernantes de turno, no fue 
delimitada en toda su extensión. Esto, debido -principalmente- a las dificultades para 
establecer límites en determinados espacios o puntos fronterizos donde los problemas 
de establecer una línea meridiana, por la geografía o los antecedentes históricos del 
lugar, no permitieron que las cancillerías o el sistema jurídico actuaran para zanjar 
las mismas.

La formación de los Estados sudamericanos se dio en las primeras décadas del siglo 
XIX con el debilitamiento y la crisis de las coronas ibéricas. Los nuevos países surgieron 
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en base a jurisdicciones internas que conformaban las posesiones coloniales. Es 
así que del Virreinato del Río de la Plata surgieron Argentina, Uruguay, Paraguay y 
Bolivia, mientras que Chile es una herencia de la capitanía homónima, y Brasil de las 
extintas posesiones portuguesas. El objetivo de todos los Estados independentistas 
fue legitimar y asegurar la adscripción a ciertas heredades de la administración 
colonial, en base a conflictivas relaciones internas y externas tanto con sus vecinos 
como con las potencias coloniales europeas. Desde esa época, se han dado distintos 
ensambles territoriales en un ciclo de conflictos militares que, en la segunda mitad de 
ese siglo, permitió la consolidación de seis soberanías territoriales con continuidad 
hasta la actualidad.9

Perspectiva Geopolítica 

Chile consolidó sus fronteras durante el siglo XIX,10 tanto en la zona norte como 
austral, utilizando medios diplomáticos (especialmente con Argentina, por medio de 
los tratados de los años 1856 y 1881) y bélicos (Guerra del Pacífico con Perú y Bolivia 
de 1879 a 1884) para configurar su actual territorio. En el siglo XX las soluciones a 
los conflictos fronterizos se inclinaron al ámbito diplomático, principalmente a 
través del arbitraje. Sin duda, la geopolítica chilena fue influenciada por las ideas de 
Friedrich Ratzel, referida a la importancia de crecimiento de los Estados mediante 
las áreas vitales y la ocupación de los espacios vacíos.11 Ello se evidencia en la postura 
de diferentes personalidades de su historia, entre los que se puede resaltar a los 
generales Ramón Cañas Montalva y Augusto Pinochet Ugarte, y al almirante Jorge 
Martínez Busch. Los estudios de este último, principalmente su publicación titulada 
“Oceanopolítica: una alternativa para el desarrollo” (1993), fueron incorporados en su 
política oficial, proyectando el ámbito marítimo como espacio para el crecimiento y 
desarrollo de Chile. 

Por otro lado, la geopolítica argentina fue igualmente influenciada por las ideas de 
Friedrich Ratzel, pero –adicionalmente- tuvo influencia del almirante Mahan, por 
lo que ha mantenido un interés permanente en su proyección en la zona austral de 
América del Sur. Entre los referentes de la geopolítica argentina se encuentran el 
almirante Segundo Storni, quien resalta la importancia de defender los intereses por 
medio de una política naval para mantener la supremacía sobre las rutas comerciales,12 
convirtiendo el espacio marítimo en un medio para alcanzar el desarrollo. Otro 
referente argentino es el coronel Jorge Atencio, quien sostuvo que la ubicación de 
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Argentina en el continente es de gran beneficio para su desarrollo económico y 
político. En esa misma línea, los estudios del contraalmirante Jorge Fraga resaltan la 
relevancia de los recursos que se encuentran en la plataforma continental, frente a las 
costas atlánticas, elementos claves para el futuro de Argentina.13

Como se evidencia, la similitud de pensamiento geopolítico que influyó y se desarrolló 
en ambos países apunta a buscar una hegemonía regional que, a lo largo la historia, 
ha ido implicando disputas territoriales por los intereses geopolíticos contrapuestos, 
si bien sin resultar en la escalada a un enfrentamiento bélico. Sin embargo, estos 
intereses geopolíticos se mantienen vigentes y se enfatizan en el dominio marítimo, 
no solo por el control de puertos y rutas comerciales, sino también por la relevancia 
estratégica que representa la existencia de recursos naturales, pues éstos significan 
reservas invaluables e indispensables para su sostenimiento y desarrollo.       

Perspectiva de las Relaciones Diplomáticas

Respecto a las relaciones diplomáticas entre Argentina y Chile, estas son parte de las 
relaciones entre ambos Estados, donde -a pesar de las diferentes líneas o perfiles 
políticos de sus gobernantes- la agenda de la política exterior prevalece. Valgan 
verdades, en un mundo cada vez más interconectado, la integración y cooperación 
internacional basada en intereses comunes es vital no solo para la subsistencia de 
los países, sino también para alcanzar los objetivos nacionales, y el tan anhelado 
desarrollo y reconocimiento internacional. Si bien, durante su historia republicana 
ambos países mantuvieron disputas, nunca llegaron a un enfrentamiento bélico. Pese 
a ello, sus relaciones diplomáticas no se interrumpieron, pues los decisores políticos 
tenían presente que existían temas territoriales por resolver y que la mejor forma de 
hacerlo era por la diplomacia y las normas que rigen el Derecho Internacional. 

Un claro ejemplo del empleo de mecanismos diplomáticos para solucionar sus 
discrepancias es el desenlace de la delimitación territorial en la zona del Canal de 
Beagle, donde primó el empleo de múltiples mecanismos de negociación e instancias de 
diálogo. Por consiguiente, la voluntad política y el empleo de instrumentos diplomáticos 
han permitido que Argentina y Chile solucionen sus discrepancias limítrofes y que 
-en la actualidad- mantengan relaciones bilaterales de cooperación e integración, 
orientando sus esfuerzos a fortalecer su política exterior y posicionamiento en la 
región.
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La Controversia por la Plataforma Continental 

Como se puede apreciar, Argentina y Chile han superado sus diferencias territoriales 
mediante el diálogo y la negociación, sirviendo sus tratados de base para consolidar 
sus relaciones bilaterales; sin embargo, un reciente evento volvió a reavivar temas 
del pasado que se daban por zanjados. En el año 2020, Argentina, mediante ley, 
actualizó su mapa político, motivado por los resultados de estudios realizados sobre la 
proyección de su plataforma continental. En el mapa político tradicional, la provincia 
de Córdoba quedaba en el “centro” de Argentina; con el nuevo mapa, esta provincia 
queda al norte y el “nuevo centro” del país pasa a ser Tierra del Fuego. Esto se verifica 
por el cambio en los límites marítimos más allá de las 200 millas y la inclusión de 
la Antártida en dicho mapa, a pesar de que, por tratados internacionales, ningún 
país ejerce soberanía sobre este espacio, permitiéndose únicamente actividades de 
investigación científica.  

Este nuevo mapa político de Argentina generó una reacción de rechazo por parte de 
Chile, cuyo gobierno, en el año 2021, hizo lo propio y mediante decreto actualizó su 
Carta Náutica N° 8, especificando los límites de su plataforma continental. Esta acción 
-como era de suponer- generó también la reacción de Argentina, que -a través de su 
cancillería- acusó a Chile de apropiarse de 5,500 km2 de su plataforma y soberanía 
marítima, denunciando una superposición de espacio marítimo ya establecido en el 
Tratado de Paz y Amistad de 1984, tratado que ambos países firmaron como salida 
diplomática a la disputa por el Canal de Beagle. Considerando el mencionado tratado, 
el argumento de Argentina es que Chile no puede proyectar su soberanía más allá de 
los límites acordados, por lo que solo tiene derecho a estar al oeste del meridiano 67° 
16’, más no al este.14

Según lo que establece la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho al Mar 
(CONVEMAR), al cual tanto Argentina como Chile están adheridos desde 1995 y 1997 
respectivamente, los Estados ribereños cuentan con un mar territorial y una zona 
contigua de 200 millas, además de una zona económicamente exclusiva (ZEE) de 176 
millas. Sin embargo, se deja la posibilidad de extender las ZEE hasta las 350 millas, 
cuando la plataforma continental se proyecta más allá de las 200 millas, teniendo los 
Estados soberanía para la explotación de los recursos naturales existentes, sin afectar 
la libre navegación de otros países. 

Asimismo, es importante enfatizar que la CONVEMAR obliga a los Estados a resolver 
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por medios pacíficos las controversias relativas a la aplicación o interpretación de la 
misma. La controversia actual relacionada a la proyección de la plataforma continental 
de ambos países, discrepa por la interpretación de las partes referente a los límites 
establecidos en el tratado de 1984, debido a que el meridiano que establece la soberanía 
al este y oeste del mismo se corta en el llamado “punto F”, y es al sur de ese punto 
imaginario que Chile proyectó su plataforma marítima hacia el este, sobreponiéndose 
a la plataforma sustentada por Argentina.15

En el año 1997, Argentina empezó a realizar trabajos de investigación marítima para lo 
cual estableció la Comisión Nacional del Límite Exterior de la Plataforma Continental 
(COPLA), integrada por un equipo científico, técnico y jurídico a fin de documentar 
la real extensión de su plataforma continental, cuyos resultados fueron presentados 
en el año 2009 a la Comisión de Límites de la Plataforma Continental (CLPC), órgano 
científico-técnico creado por la CONVEMAR. Luego del análisis y evaluación de este 
organismo, en el año 2017, la presentación fue aprobada con excepción del punto 
relacionado a las Islas Malvinas y sobre la Antártida por estar en disputa y controversia.

Ante la presentación hecha por Argentina a la ONU en el año 2009, la cancillería 
chilena envió una nota diplomática indicando que lo que Argentina estaba haciendo 
no merecía opinión alguna; luego, en el año 2017, la CLPC aprobó las recomendaciones 
sobre la presentación argentina. Durante este tiempo, Chile mantuvo una posición 
indiferente hasta su reacción en el año 2020, cuando empezó a promover una ley 
en base a los resultados de sus investigaciones y redefinió el límite exterior de su 
plataforma continental. La cancillería chilena empezó a enviar notas diplomáticas, 
con conocimiento de la ONU, señalando su disconformidad a lo actuado por 
Argentina y argumentando que la CLPC no otorga derechos entre Estados, pues no 
es reconocida ni tiene las prerrogativas de un tribunal. Posteriormente, el gobierno 
chileno, mediante decreto, actualizó la Carta Náutica N° 8 donde especifica los límites 
de su plataforma continental,16 sin el análisis y evaluación de la CLPC.

Tal y como se ha mostrado, la posición chilena se enfoca en la interpretación del tratado 
de 1984 que indica que su zona económica se explaya en todo lo que le permita el 
Derecho Internacional, con el criterio de la distancia de 200 millas. Por ello, defiende 
la legalidad de su Carta Náutica Nº 8. Asimismo, reconoce el derecho de Argentina a 
delimitar su plataforma continental, pero sin que afecte a la delimitación chilena.
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Conclusiones

Para Chile, Argentina fija sus límites por las recomendaciones de un organismo 
científico que no adjudica, ni vincula derechos entre Estados. Además, según Chile, 
Argentina ha efectuado acciones sin consulta, lo cual resulta inaceptable. En ese sentido, 
Argentina y Chile se han enfrascado en una “nueva” disputa territorial, afectando sus 
relaciones bilaterales, no vista desde aquella que, en 1978, casi los lleva a una guerra. 
Esta situación podría desencadenar una afectación de la seguridad hemisférica. Por 
un lado, la solución a la controversia argentino - chilena, respecto a la proyección de 
sus plataformas continentales y su soberanía marítima, puede demorar años, dada 
las experiencias internacionales en controversias anteriores. Por otro lado, de no 
llegarse a un acuerdo, lo más coherente sería que esta disputa sea resuelta en un 
tribunal internacional, como muchos otros casos referidos a situaciones similares.

Los países tienden a preservar y proteger lo que consideran propio, pero ante 
cualquier discrepancia existente, siempre deben buscar la solución pacífica basada 
en el respeto a los tratados pactados y al derecho internacional. Como se ha podido 
apreciar, la cancillería chilena está buscando llegar a un consenso con Argentina, 
teniendo como faro orientador los mecanismos establecidos en el tratado de 1984. 
Por su parte, la cancillería argentina considera que es muy pronto para diálogos y 
negociaciones, porque en su opinión es un derecho adquirido y lo defenderán.17 En 
este contexto, ambos países seguirán manteniendo y defendiendo su posición, por lo 
que será un periodo largo de tensiones y susceptibilidades diplomáticas. Se espera 
que esta controversia no llegue a escalonamientos similares a la década de 1970 y 
se solucione a través de los mecanismos diplomáticos y en el marco del Derecho 
Internacional,18 pues cualquier escaramuza en la región afectará la estabilidad y el 
proceso de recuperación en el cual están inmersos todos los países, tras la pandemia 
de la COVID-19.  
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Sendero Luminoso y su Alianza con el 
Narcotráfico en el VRAEM

Eduardo Martín Cruz Chávez

Resumen

En este artículo se aborda la alianza existente entre los remanentes del grupo terrorista 
Sendero Luminoso (SL) y las organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico en el valle 
de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM). Por un lado, SL necesita solventar sus gastos 
administrativos y operativos; por otro lado, los narcotraficantes necesitan asegurar sus 
actividades en la zona, donde -desde hace más de tres décadas- las autoridades nacionales 
no han podido derrotar a los remanentes de SL, a pesar de un sinnúmero de operativos. 
Sin duda, la principal preocupación de una organización criminal es mantener y hacer 
crecer sus operaciones, sin importar quién sea su aliado. En ese sentido, mientras que el 
Estado no planifique, desarrolle y ponga en marcha un programa efectivo para enfrentar 
en simultáneo el problema del terrorismo y narcotráfico, estos seguirán existiendo como un 
mal endémico que afecta a la población y, por consiguiente, a la economía y el desarrollo 
del país.

Palabras clave: Sendero Luminoso, Narcotráfico, VRAEM. 

Introducción

El valle del Alto Huallaga y el valle de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM) 
representan el centro productor de la cocaína en el Perú. Estos lugares fueron 
invadidos por Sendero Luminoso (SL) a mediados de las décadas de 1980 y 1990, donde 
formaron “zonas liberadas.” El VRAEM es crucial para los narcotraficantes porque 
les ha permitido desarrollar en la región un patrón específico de interacción con los 
remanentes de SL, ayudándoles -a estos últimos- a financiar su revolución en el resto 
del país durante esas décadas. 

En general, las organizaciones terroristas utilizan técnicas y tecnología de punta 
para diversificar sus fuentes de financiamiento, medios de comunicación y modos 
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de operación. Asimismo, estas organizaciones difunden desinformación mientras 
ponen en peligro la seguridad de la población, dependiendo -frecuentemente- de 
las actividades del crimen organizado para alcanzar sus objetivos políticos.1 En ese 
contexto, la marginación social y económica, así como las crecientes disparidades y 
los abusos contra los derechos humanos son condiciones que fomentan el extremismo 
violento y el terrorismo. 

La alianza de SL con organizaciones dedicadas al narcotráfico se originó por la 
imperiosa necesidad de solventar sus gastos a cambio de brindar seguridad a los 
narcotraficantes. La transformación de SL se inició en el año 2000, a partir de su 
mutación como organización criminal en el valle de los ríos Apurímac y Ene,  fenómeno 
favorecido por la debilidad del Estado peruano en la zona, y que actualmente se ha 
propagado a sectores circundantes al río Mantaro. En ese sentido, en este artículo se 
aborda el neosenderismo en el VRAEM, el resurgimiento del cultivo de coca en el Perú 
y Bolivia, y la mutación de SL en una organización narcoterrorista. 

Neosenderismo en el VRAEM

La conexión del neosenderismo con el narcotráfico es conocida como narcoguerrilla o 
narcoterrorismo, pudiendo tener -o no- características de un movimiento organizado. 
Durante las dos últimas décadas, SL ha desechado la teoría insurreccional de Abimael 
Guzmán y ha replanteado su estrategia con el objetivo de fortalecer su poder, estabilidad 
y base económica en el VRAEM a través del narcotráfico. Los neosenderistas operan 
como una banda criminal organizada a pesar de sus bases políticas, enfatizando la nueva 
interpretación de sus objetivos políticos.2  En esta organización prevalece la actividad 
comercial relacionada con el narcotráfico, brindándoles seguridad y dedicándose 
al sicariato. Por ello, es importante diferenciar entre terrorismo y narcotráfico, dos 
actividades socioeconómicas distintas, a pesar de tener adversarios, áreas geográficas 
y víctimas comunes. Los neosenderistas son solo una pieza más del engranaje del 
narcotráfico en el VRAEM, involucrándose en el crimen organizado.3 

Ha habido mucho debate sobre si la guerra impactó principalmente en su ideología o 
si fue simplemente un capítulo más en la historia post Guzmán de SL.4 Sin embargo, se 
puede afirmar que los remanentes de SL se encuentran en un período de acumulación 
de fuerzas, ante la ausencia del Estado peruano en el VRAEM. Los neosenderistas no 
son senderistas puros alimentados de ideología, sino que se disfrazan en un discurso 
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político para involucrarse en el narcotráfico y obtener beneficios económicos. No 
obstante, gracias a ese discurso político logran captar a la población, siendo su 
experiencia militar y su estructura de organización y mando sus principales fortalezas. 

Resurgimiento del Cultivo de Coca en el Perú y Bolivia

Perú y Bolivia son dos países tradicionalmente productores de coca en los Andes 
centrales de América del Sur, aunque dicha producción se ha incrementado 
significativamente durante las últimas décadas. Por consiguiente, la atención y los 
recursos de países como los Estados Unidos (que apoya en mayor medida a Colombia 
en la lucha contra el narcotráfico) deberían enfocarse también en la zona del VRAEM. 

Desde las acciones del Movimiento Nacional Revolucionario (MNR) del año 1952, las 
cooperativas campesinas han existido en las áreas rurales de Bolivia, generando 
asociaciones de cultivadores de coca y previniendo el surgimiento de grupos criminales 
o movimientos guerrilleros como intermediarios. En el Perú, se puede decir que SL 
se ha convertido en un grupo narcoterrorista debido a la falta de asociaciones de base 
fuertes entre los campesinos, lo que permitió que ambas organizaciones guerrilleras 
(SL y MNR) actuaran como intermediarias y protectoras de los narcotraficantes o -en 
otros casos- realizaran acciones de tráfico de drogas, propiamente dicho.5 

Para evitar que se repita el efecto globo (empujar el cultivo fuera de un país solo para 
que reaparezca en otros) el gobierno de los Estados Unidos tendrá que establecer una 
relación viable con el gobierno de Bolivia, y encontrar formas efectivas de combatir el 
resurgimiento de SL y el cultivo de coca en el Perú. Si no se logran políticas de control 
de drogas más efectivas en ambos países, es probable que se produzca un incremento 
continuo de la producción de coca en Perú y Bolivia, anulando así cualquier progreso 
de las políticas contra el cultivo y el narcotráfico adoptadas por el gobierno peruano 
en el VRAEM. 

La Mutación de Sendero Luminoso en una Organización Narcoterrorista.

Las organizaciones peruanas dedicadas al narcotráfico, conocidas como “firmas,” son 
débiles en comparación con los grupos criminales colombianos, como los extintos 
carteles de Cali y Medellín. Los traficantes peruanos están menos organizados, son 
menos potentes y poco capaces de crear alianzas y tratos con grupos competidores. 
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Tradicionalmente, las “firmas” convierten la hoja de coca en pasta básica de cocaína o 
clorhidrato de cocaína, coordinando los envíos aéreos de estos productos a Colombia.6 
Sin embargo, los narcotraficantes peruanos han adquirido una mayor autonomía 
después de que el Cartel de Cali fuera desarticulado en el año 1995 y han comenzado 
a producir y vender su propia cocaína a bandas mexicanas que envían la droga a 
los Estados Unidos.7  Debido a su vulnerabilidad, los narcotraficantes han aceptado 
la oferta de los remanentes de SL en el VRAEM, a través de la cual se les brinda 
protección armada contra los operativos de la Policía Nacional del Perú (PNP) y las 
Fuerzas Armadas (FF. AA.), permitiéndoles continuar con sus operaciones delictivas 
en la zona. 

Aunque los traficantes peruanos son lo suficientemente poderosos como para 
extorsionar y abusar de los campesinos en el VRAEM, son a la par incapaces de 
hacer frente a las FF. AA. o a la PNP. La falta de un grupo suficientemente fuerte de 
traficantes que pueda coordinar sus actividades, como ocurriera con la organización 
de Pablo Escobar para el Cártel de Medellín o la de Orejuela para el Cártel de Cali, es 
un valido argumento de la teoría de la acción colectiva, en contraste con Colombia. 
Debido a que los traficantes peruanos confían en la experiencia y seguridad de los 
sicarios colombianos, también es factible que estos últimos utilicen una estrategia de 
divide y vencerás con los primeros.8

A finales del siglo pasado, existieron alrededor de 12 “firmas” en el Perú, las cuales 
tenían el control de 100 subgrupos.9 Las “firmas” más grandes estaban lideradas por 
capos como Reynaldo Reynoso (detenido en el año 1985), Catalino Escalante (alias 
“Vampiro”), Guillermo Cárdenas (alias “Mosca Loca”) y su hijo Jorge (alias “Mosquito 
Loco,” detenido en el año 1997), Demetrio Chávez (alias “el Vaticano”), y Elías Chávez 
(alias “Lan Chile”).10 

Los traficantes en el Perú tienen un interés compartido por sobornar a las autoridades 
civiles y/o militares, protegerse de las fuerzas del orden y del Estado, así como obligar 
a los campesinos a cultivar y vender su hoja de coca a un menor precio. Esta es una 
directriz que persiguen todas las “firmas” narcotraficantes en el VRAEM.  Por lo 
tanto, estas acciones constituyen un método para incrementar y afianzar el negocio 
de la cocaína. No obstaste, ninguna de estas “firmas” -por si sola- ha sido capaz de 
construir una organización sólida y eficaz para lograr esos objetivos. 

Por su vinculación con el narcotráfico, SL inició un proceso estructural de transición 
hacia el neosenderismo, partiendo de sus orígenes como organización criminal en el 
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VRAEM. Si bien es plausible que los narcotraficantes tuvieran interés en frustrar los 
esfuerzos del gobierno peruano para regular el VRAEM, intentar cambiar el sistema 
político del país o sus bases económicas y sociales no serviría ni a sus objetivos, ni 
a los de los ciudadanos del país. Por ejemplo, para los narcotraficantes, la actividad 
capitalista arquetípica (ilegal) de libre mercado no tendría cabida en una sociedad 
comunista puritana como la “Nueva República Democrática” que planeó imponer 
el grupo terrorista SL en su momento. En cambio, la corrupción de políticos y 
funcionarios gubernamentales es importante para los narcotraficantes como medio 
de salvaguarda para su comercio. Los narcotraficantes son parte de un mercado 
global, lo que hace que sea ventajoso para ellos mantener un mercado libre.

El dilema del Estado peruano radica en que, si bien promete brindar un desarrollo 
alternativo a los campesinos cocaleros (compromiso que existe “en el papel” desde 
el año 1991), no ha podido, sin embargo, realizarlo, debido a su limitada capacidad y 
crecimiento socioeconómico ya que, al no haberse mejorado las políticas de control 
de drogas, el Perú depende del financiamiento externo para llevar a cabo estas 
iniciativas. En ese contexto, la asistencia de Estados Unidos está más orientada a 
políticas de represión (interdicción) que de crecimiento económico por lo que, ante 
esta realidad, los campesinos del VRAEM son más propensos a aceptar la protección 
de SL. Mientras tanto, los traficantes persisten en sus actividades ilícitas y SL continúa 
exigiéndoles dinero, pudiendo satisfacer mutuamente sus necesidades y permanecer 
en dicho lugar. Por consiguiente, sin otras alternativas de desarrollo, la coca seguirá 
siendo el principal medio de subsistencia de los campesinos del VRAEM.11 

Conclusiones

El principal objetivo de una organización criminal es mantener y hacer crecer sus 
operaciones, sin importar con quien aliarse o infringir sus convicciones políticas. En 
ese sentido, existe una necesidad mutua -entre SL y las organizaciones criminales 
dedicadas al narcotráfico- por tener una alianza que les beneficie. Mientras que 
SL necesita quien le pueda solventar sus gastos administrativos y operativos, los 
narcotraficantes necesitan recibir seguridad en la zona del VRAEM.

Muchos creen que una vez que SL haya sido derrotado militarmente, los campesinos 
cocaleros podrán agruparse bajo la bandera de una federación sindical nacional de 
cocaleros y usar las patrullas armadas para chantajear al gobierno o para protegerse 
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de cualquier futura campaña. Si bien es cierto que las acciones terroristas de SL 
vienen siendo contenidas por las FF. AA. y la PNP, paradójicamente el peligro del 
narcotráfico se ha incrementado de manera significativa debido a los crecientes 
niveles de corrupción en los gobiernos regionales y locales del VRAEM. 

Otro factor a tener en cuenta es el desequilibrio de fuerzas entre SL y las “firmas” de 
narcotraficantes en el Perú. Esta diferencia es bastante alta a favor de los remanentes 
de SL, aunque una alianza no necesita tener una simetría de poder para existir. Esta 
situación muestra que no existe un “Sindicato de Drogas Peruano,” sino un conjunto 
de bandas criminales independientes que carecen de recursos para unir fuerzas 
contra un adversario más grande. Sin embargo, aún se debate si la asociación de SL 
con los narcotraficantes constituye una alianza o un “matrimonio de conveniencia.” 
Sin mayores opciones, los narcotraficantes peruanos han aceptado la protección 
de SL ya que, cuando estos últimos ocuparon el VRAEM, los asesinos a sueldo que 
trabajaban para las “firmas” fueron casi eliminados.

Debido a la complejidad de los mercados de drogas ilegales, reducir la oferta de 
estupefacientes también se ha vuelto más complejo. La seguridad, la salud y el 
bienestar general de las personas y las comunidades se ven amenazados por los niveles, 
sin precedentes, de cultivo, fabricación y tráfico de drogas ilegales. Varias causas, 
incluida la urbanización, los cambios demográficos y, en particular, el “aumento de 
la juventud” y la desigualdad socioeconómica, están impulsando el crecimiento del 
consumo de drogas, especialmente en los países emergentes.

Mientras el Estado no planifique, desarrolle y ponga en marcha un programa efectivo 
que pueda derrotar en forma conjunta tanto el terrorismo y como el narcotráfico, 
estos seguirán existiendo como un mal endémico que afecta no solo a la población de 
la zona del VRAEM, sino a la economía y desarrollo del país.
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Desafíos del Empleo de las Fuerzas 
Armadas en Apoyo a la Policía 
Nacional del Perú para la Seguridad 
Ciudadana

Miguel Ángel Contreras Gallegos

Resumen

La seguridad ciudadana es responsabilidad de la sociedad en su conjunto, involucrando no 
solo a las entidades del Estado, sino también a la empresa privada e incluso a la comunidad 
organizada. Este esfuerzo debería converger en el logro de vivir en armonía, posibilitando 
el desarrollo de las actividades cotidianas con normalidad. En ese contexto, en este artículo 
se analiza la capacidad de respuesta de las Fuerzas Armadas (FF. AA.) para apoyar a la 
Policía Nacional del Perú (PNP) en la seguridad ciudadana. La problemática encontrada 
es que las FF. AA. disponen de capacidades para la guerra, las cuales -obligatoriamente- 
requieren ser adecuadas si se pretende proporcionar un apoyo eficaz. De no mitigar la 
problemática, es probable que las operaciones de las FF. AA. produzcan efectos negativos 
a la población en relación con los derechos humanos, así como que los planificadores y 
participantes sean objeto de problemas judiciales. En tal sentido, es importante crear un 
ambiente operacional que disponga de normas legales adecuadas y una fuerza militar con 
capacidades óptimas.

Palabras clave: Estado, Delincuencia, Normas, Capacidad de Respuesta, Seguridad 
Ciudadana.

Introducción

La problemática abordada en este artículo se enfoca en el mejoramiento de las 
capacidades de las Fuerzas Armadas (FF. AA.), las cuales aún no han alcanzado un nivel 
óptimo que les permita reaccionar de forma eficiente ante cualquier crisis que atente 
contra la seguridad ciudadana. Para ello, se analizará la normatividad disponible, el 
tipo de equipo y el nivel de capacitación, instrucción y entrenamiento del personal 
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militar para la planificación y conducción de acciones militares en apoyo al control 
de la seguridad ciudadana. Al respecto, si bien existe el marco legal para el uso de la 
fuerza por parte de las instituciones armadas, presenta vacíos que deben ser resueltos 
con la finalidad de que las FF. AA. realicen operaciones eficaces en apoyo a la Policía 
Nacional del Perú (PNP) en el campo de la seguridad ciudadana.

Adicionalmente, las FF. AA. están organizadas y equipadas para responder ante una 
crisis o situación de emergencia que afecte al Estado peruano. Sin embargo, debido 
a las complejas situaciones de los últimos años, estas habilidades deben modificarse 
y disminuir su letalidad si se pretende que las FF. AA. se involucren en la seguridad 
ciudadana. Aunque ciertos elementos de las instituciones armadas tienen experiencia 
en el uso y empleo de la fuerza para mantener el orden público, resulta necesario 
que el personal militar sea debidamente entrenado en acciones de intervención y 
tratamiento con la población. Igualmente, deben de recibir capacitación práctica 
sobre las técnicas de control de multitudes en acciones de violencia. Por consiguiente, 
se hace necesario estandarizar los procedimientos de intervención en coordinación 
con la PNP y, adicionalmente, que las FF. AA. y la PNP realicen un planeamiento 
conjunto que les permita fortalecer e integrar sus capacidades y, por ende, disminuir 
sus debilidades.

La Seguridad y Defensa Nacional en la Región

La definición del orden internacional, la globalización y los diversos procesos de 
integración transnacional han cambiado los conceptos de seguridad y defensa a 
nivel internacional, regional y nacional. La seguridad y la defensa tienen definiciones 
diferentes. 

La defensa es la acción o conjunto de acciones capaces de proporcionar y mantener 
la sensación de seguridad en la sociedad; por otro lado, la seguridad es un Derecho 
Constitucional del ser humano y del Estado, válido en todos los países y constituye, 
junto con la justicia y el bienestar común, una de las tres finalidades del Estado.1

Vivir con seguridad es un derecho y una necesidad básica de los ciudadanos que el 
Estado debe garantizar de forma permanente, ya que las amenazas y los conflictos 
son cada vez más complejos. Asimismo, están surgiendo nuevas formas de conflictos 
y amenazas de carácter transnacional, que vulneran y afectan el normal desarrollo de 
las actividades de la población.2
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La seguridad de la ciudadanía se ha desbordado en la sociedad. Sistemáticamente, la 
delincuencia común y la delincuencia organizada están ganando terreno. En muchos 
países de América Latina, la capacidad de la Policía o agencias similares han llegado al 
límite del control del crimen. En ese contexto, las FF. AA. están también participando 
en el control de la seguridad ciudadana.3 Si bien existen diferentes opiniones sobre 
los roles que cumplen las FF. AA., su empleo en la lucha contra el crimen organizado 
origina debates y controversias. La participación de las FF. AA. en temas de seguridad 
ciudadana ha tenido un impacto aceptable en la población, logrando disminuir los 
índices de criminalidad en algunos países de América Latina.

En otros países de Latinoamérica o Europa, las FF. AA. han ampliado su radio de acción 
en materia de seguridad pública. La globalización ha acentuado el problema de los 
actores criminales transnacionales que operan dentro de las fronteras nacionales y, 
en tal sentido, ha sido necesario emplear la fuerza militar adaptando la normatividad 
sobre el uso de la fuerza.4

Las fuerzas policiales han demostrado ser insuficientes en diferentes lugares 
del país. Por lo tanto, su capacidad de respuesta se ha visto disminuida, lo que 
se agravaría frente a los demás desafíos y amenazas emergentes que pudiesen 
suscitarse. En América Latina, las FF.AA. están cubriendo esta falencia, como es 
el caso de El Salvador. En ese país, se han diseñado FF.AA. dotadas de capacidades 
reguladas para enfrentar al crimen organizado; por consiguiente, han tenido que 
disminuir su efecto letal con fines de un mayor control, y ser únicamente empleadas 
para casos de emergencia.

Al emplear las FF. AA. cara a cara con la población, esto conlleva consecuencias negativas 
para los regímenes democráticos a nivel local y nacional; asimismo, podría afectar las 
libertades civiles, ya que en muchos casos el accionar de las FF. AA. tiene un grado 
considerable de rudeza y sus armas son para aniquilar y no para controlar, hecho que 
afectaría seriamente a la ciudadanía.5

En tal sentido, se requiere que los gobiernos capaciten al personal militar con la 
finalidad de minimizar riesgos potenciales. Esta capacitación debe incluir -como 
mínimo- los siguientes aspectos: control de multitudes, tácticas de persuasión, 
inteligencia policial, normas legales, derechos humanos, análisis de crisis en orden 
público, planeamiento militar-policial, procedimientos de detención, seguridad 
de la fuerza y análisis de la normatividad legal durante los operativos. Por lo tanto, 
para implementar efectivamente los nuevos métodos de seguridad, es fundamental 
formular políticas públicas basadas en hechos y rigor científico. 
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Se deben cumplir tres condiciones para que este enfoque sea efectivo: Acceso a 
modernas herramientas de comunicación, disponibilidad y manejo de información 
veraz y oportuna, así como recursos humanos con capacidades técnicas para gestionar 
políticas asociadas al nuevo paradigma de seguridad, tanto en ambientes formales 
como informales.6

Para el planeamiento militar en apoyo a la seguridad ciudadana, el proceso de 
toma de decisiones depende, en gran medida, de la precisión y accesibilidad de la 
información e inteligencia militar-policial, ya que permite una evaluación más 
precisa del problema, reduciendo el peso de variables subjetivas como la sensación de 
inseguridad, la opinión pública, y la influencia de los medios de comunicación social. 
Adicionalmente, aún existen problemas de tecnología en el ciberespacio que impiden 
que los datos sobre delincuencia y violencia se recopilen y sean transmitidos de manera 
oportuna. Consecuentemente, es necesario que la PNP mejore las capacidades de sus 
plataformas de control policial para situaciones de conflictos y orden público. Esta 
información debería ser compartida con las FF. AA. en casos de emergencia y también 
durante los entrenamientos conjuntos.7

El enfoque sistémico de la seguridad ciudadana requiere de personal con capacidades 
técnicas y profesionales especializadas en competencias transversales, como el trabajo 
en equipo, una actitud proactiva y resolutiva, y habilidades de comunicación horizontal 
y vertical. Sin embargo, es necesario mejorar los sistemas de acceso de datos sobre 
las actividades de la delincuencia organizada. Para ello, se hace necesario disponer de 
plataformas y sistemas de control integrados al ciberespacio, que permitan utilizar 
las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) para luchar contra las 
organizaciones criminales. Estos medios deben ser compartidos con las FF. AA. en 
sus sistemas de comando y control existentes.

La Seguridad y la Defensa Nacional en el Perú

El Libro Blanco de la Defensa Nacional señala que “los peligros tradicionales provienen 
de las disputas territoriales, a las que se suman las organizaciones radicales que 
fomentan la violencia social y los estallidos populares, que están contribuyendo al 
crecimiento de los conflictos sociales en el Perú.”8 Esto conlleva a que la percepción de 
la inseguridad ciudadana se haya visto significativamente afectada por la globalización. 
La seguridad ciudadana es la acción del Estado para proteger a la población en todos 
los campos de la actividad humana a través de estrategias que permitan la convivencia 
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pacífica, igualitaria y libre de toda forma de violencia, basándose en la protección a la 
vida y los derechos humanos. En tal sentido, el Estado peruano debe de mejorar las 
políticas públicas, así como la normatividad legal y presupuestaria para que tanto las 
FF. AA. como la PNP puedan trabajar eficazmente.

El sentimiento de inseguridad ciudadana se ha acrecentado significativamente 
en los últimos diez años; la delimitación geográfica de Lima y Callao, atribuibles 
principalmente a factores como el aumento del desempleo y la pobreza, devienen en 
un nivel de violencia y problemas sociales que ponen en peligro la seguridad personal, 
propiedad privada y la libertad de las personas.9

En el Perú, las amenazas tradicionales que provenían de disputas territoriales han sido 
reemplazadas por grupos radicales que fomentan la violencia social y los exabruptos 
públicos. Usualmente, los disturbios civiles se generan por motivos políticos, sociales 
y económicos. No obstante, las capacidades de las FF. AA. aún no han sido adaptadas, 
careciéndose de unidades creadas especialmente para el apoyo al orden interno y 
la seguridad ciudadana. Asimismo, el aspecto de interoperabilidad no se encuentra 
convenientemente definido para tal fin. El equipamiento para control de multitudes 
solo está disponible en ciertas unidades militares de la capital como, por ejemplo, 
en la Primera Brigada de Fuerzas Especiales y algunas otras unidades de la Segunda 
División de Ejército acantonadas en la capital.

La PNP, como institución tutelar, tiene la misión de garantizar, mantener y restablecer 
el orden interno y, por consiguiente, la seguridad ciudadana. Sus esfuerzos se pueden 
apreciar diariamente; sin embargo, el problema es más amplio y requiere de un real 
compromiso de las autoridades y complementar con las capacidades militares.10

La PNP ha sido diseñada para acciones de control del orden interno y mantenimiento 
del orden público, mientras que las FF. AA. están entrenadas para usar la fuerza letal 
contra el enemigo hasta lograr su destrucción. Esta disyuntiva obliga a regular el 
tipo de medios y capacidades militares para la seguridad ciudadana. De no ser así, 
el poder destructivo generaría conflictos sociales y -principalmente- problemas al 
personal militar que planifica y participa de las operaciones. Por ese motivo, resulta 
imprescindible la estandarización de los procedimientos de ambas fuerzas para ser 
empleadas en la seguridad ciudadana.11

Finalmente, una unidad militar diseñada para apoyar el control de la seguridad 
ciudadana debe de emplear un equipamiento para el control de multitudes, armas 
no letales, armas letales en mínimas cantidades (solo para casos de emergencia), y 
sistemas de comunicaciones interoperables con el puesto de comando (ya sea militar 
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o policial). Igualmente, las patrullas militares deben de disponer de comunicación 
radioeléctrica para cada uno de sus integrantes, mientras que el sistema de comando y 
control requiere de aviones no tripulados y drones para el monitoreo de los operativos.

Conclusiones

La capacidad militar es el conjunto de recursos y habilidades que permiten llevar 
a cabo operaciones y acciones militares para contrarrestar amenazas, problemas y 
preocupaciones en los niveles estratégico, operativo y táctico. Sin embargo, estas 
capacidades no están adecuadas a los requerimientos operativos que exige el apoyo 
a la PNP en la seguridad ciudadana, en razón de que el empleo de las armas tiene un 
efecto destructivo. Las FF. AA. cuentan con ciertas capacidades para participar en el 
control de la seguridad ciudadana. No obstante, debido a la gran variedad de escenarios 
que afectan los derechos humanos, sus medios y sistemas de armas deben disminuir 
el nivel de letalidad. Por ese motivo, estas instituciones deben de adquirir armas no 
letales orientadas al control de multitudes. Paralelamente, el Estado peruano debe 
promulgar las normas legales que permitan a las FF. AA. participar adecuadamente.

El empleo óptimo de las FF. AA. para la seguridad ciudadana tiene como centro de 
gravedad la capacitación del personal militar en las actividades de tratamiento con 
la población y en el empleo de la fuerza. En tal sentido, es necesario estandarizar 
los procedimientos en coordinación con la PNP, aprovechando la experiencia y la 
doctrina policial. La teoría del enfoque sistémico en acciones conjuntas de seguridad 
ciudadana requiere disponer de personal con capacidades técnicas y profesionales 
especializadas en competencias tecnológicas de información. Por lo tanto, es 
necesario disponer de plataformas y sistemas de control integrados al ciberespacio, 
que permitan utilizar las TIC para luchar contra las organizaciones criminales. Estos 
medios deben de ser compartidos con las FF. AA. y ser integrados a los sistemas de 
comando y control existentes.

Adicionalmente, es necesario que exista un planeamiento coordinado entre ambas 
fuerzas con la finalidad de sincronizar las acciones e integrar sus capacidades. En la 
etapa de conducción de las operaciones combinadas se requiere detallar y adecuar la 
capacidad de comando y control. Su ejecución descentralizada vulneraría la unidad de 
comando, originando la pérdida de la capacidad de maniobra en un escenario donde 
solo la PNP tiene experiencia. Consecuentemente, se deben establecer los protocolos 
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de intervención de las FF. AA. a fin de no causar daños en la población y no atentar 
contra los derechos humanos. Por ende, es necesario verificar ambas doctrinas y 
establecer criterios o protocolos estandarizados.
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Alcances Legales para el Uso de 
la Fuerza Durante las Operaciones 
Guardacostas: Un Tema Pendiente

Eduardo Israel Zamora Chung

Resumen

Las actividades industriales y productivas en el ámbito acuático, que promueven el 
desarrollo socioeconómico del país, requi eren que la Dirección General de Capitanías y 
Guardacostas de la Marina de Guerra del Perú – Autoridad Marítima Nacional garantice 
la seguridad de las mismas. Para ello, las Operaciones Guardacostas, realizadas dentro 
del ejercicio de la Autoridad Marítima, deben enmarcarse en el debido proceso legal. En 
ese sentido, resulta imprescindible que dicha autoridad cuente con reglas claras para el 
adecuado uso de la fuerza, ya que, actualmente, carece de un adecuado marco legal que 
salvaguarde a su personal y que haga más eficiente su capacidad de respuesta. 

Palabras clave: Uso de la Fuerza, Cumplimiento de la Ley, Autoridad Marítima, 
Operaciones Guardacostas.

Introducción

Según la Política Nacional Marítima 2019-2030, las actividades acuáticas en el Perú 
seguirán incrementándose debido a la fluidez del comercio internacional (que en un 90 
% se realiza por mar) y al desarrollo industrial en el ámbito marítimo (impulsadas por 
la globalización). Asimismo, la creciente demanda global de alimentos ha impulsado el 
incremento de las actividades de producción hidrobiológica, siendo China el principal 
país receptor.1 Estas actividades requieren de una adecuada seguridad, que faciliten 
su desarrollo y minimicen los riesgos asociados.2 Por lo tanto, resulta imprescindible 
la adopción de medidas legales coercitivas, como el uso de la fuerza por parte de la 
Autoridad Marítima Nacional (AMN), para una adecuada ejecución de Operaciones 
Guardacostas y Policía Marítima, a fin de brindar seguridad y protección, y un mejor 
control de dichas actividades productivas.
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Al respecto, tanto las Reglas de Enfrentamiento (REN) como las Reglas del Uso de 
la Fuerza (RUF) constituyen aquellas normas que especifican las circunstancias y 
limitaciones mediante las cuales la autoridad superior mantiene el control sobre el 
uso de la fuerza y que, a la vez, se utilizan para controlar las acciones que podrían 
interpretarse como provocadoras o que generen una escalada por los oponentes.3 
Dentro de la doctrina internacional, se reconocen las diferencias entre las REN 
(empleadas para el combate u operaciones militares en el frente externo) y las RUF 
(empleadas para misiones de apoyo a las autoridades civiles y fuerzas de protección 
en situaciones domésticas).4 

En este artículo se analiza la necesidad que tiene la AMN - Dirección General de Capitanías 
y Guardacostas (DICAPI) de contar con reglas claras para el uso de la fuerza, que le 
permitan hacer prevalecer el imperio de la ley durante el cumplimiento de sus funciones. 
Para ello, se abordarán conceptos relacionados a las Fuerzas Armadas (FF. AA.) y la Policía 
Nacional del Perú (PNP), como entes con funciones similares a la DICAPI. Seguidamente, 
se analizarán las RUF vigentes en el Perú y se describirán los alcances funcionales, 
operativos y legales de la AMN, para, finalmente, arribar a algunas conclusiones.

Finalidad Constitucional de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional

Por una parte, el artículo 165 de la Constitución Política del Perú (CPP) señala que las 
FF. AA. “tienen como finalidad primordial garantizar la independencia, la soberanía y 
la integridad territorial de la República.” Por otra parte, el artículo 166 de la CPP indica 
que la PNP “tiene por finalidad fundamental garantizar, mantener y restablecer el 
orden interno. Presta protección y ayuda a las personas y a la comunidad. Garantiza el 
cumplimiento de las leyes y la seguridad del patrimonio público y del privado. Previene, 
investiga y combate la delincuencia. Vigila y controla las fronteras.” Consecuentemente, 
se puede afirmar que las FF. AA. son las encargadas de enfrentar amenazas externas 
(durante conflictos armados internacionales) y amenazas internas (durante conflictos 
armados internos no internacionales), mientras que la PNP es la responsable del 
mantenimiento de la ley y el orden, debiendo encontrarse -ambas- debidamente 
equipadas, organizadas y entrenadas para cumplir eficazmente estas funciones.5 

En circunstancias normales, la PNP es la única institución pública que podría, si 
fuera el caso, requerir coactivamente de los ciudadanos una determinada conducta, 
mediante la aplicación de un amplio rango de fuerza que se extiende desde la simple 
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presencia hasta la fuerza física, cuyo máximo nivel es la fuerza letal.6 Sin embargo, la 
CPP también es clara al establecer, en su artículo 137, que las FF. AA. pueden, bajo ciertos 
parámetros legales y operacionales, ocuparse del control del orden interno cuando el 
Presidente de la República decreta el Estado de Emergencia correspondiente. 

Para el caso puntual en que los miembros de las FF. AA., con autorización del más 
alto nivel político, deban asumir el control del orden interno o apoyar a la PNP en 
la seguridad interna, se cuenta con el Decreto Legislativo 1095 (DL 1095), “Reglas 
de empleo y uso de la fuerza por parte de las FF. AA. en el territorio nacional” y su 
reglamento. Este Decreto Legislativo regula el uso de la fuerza por parte del personal 
de las FF. AA., únicamente con autorización del Presidente de la República y en tres 
contextos puntuales: (1) en donde se declare el Estado de Emergencia por acciones 
de un grupo hostil y el control del orden interno esté a cargo de las FF. AA., mediante 
operaciones militares; (2) en zonas declaradas en Emergencia en apoyo a la PNP, 
mediante acciones militares por otras situaciones de violencia, pudiendo las FF. AA. 
o la PNP tener a su cargo el control del orden interno; y (3) en zonas no declaradas 
en Emergencia para apoyo a la PNP en el control del orden interno, mediante 
acciones militares para situaciones operacionales puntuales, tales como tráfico 
ilícito de drogas, terrorismo, protección de instalaciones estratégicas y otros casos 
constitucionalmente justificados. 

En este punto, es preciso diferenciar las definiciones de operaciones militares y 
acciones militares. Por una parte, de acuerdo con el DL 1095, las operaciones militares 
son actividades que realizan las FF. AA. para enfrentar la capacidad armada de grupos 
hostiles en el marco del derecho internacional humanitario. Por otra parte, las 
acciones militares son aquellas que realizan las FF. AA., enfocadas al mantenimiento o 
restablecimiento del orden interno, en el marco de los derechos humanos. No obstante, 
cabe realizar la siguiente pregunta: ¿Qué ocurre con los miembros de la AMN – DICAPI 
que realizan funciones de cumplimiento de la ley en el ámbito de su jurisdicción, sin 
declararse el estado de emergencia y sin necesidad de autorización presidencial? 

La Autoridad Marítima Nacional y sus Funciones de Cumplimiento de la Ley 

Para responder esta pregunta, es necesario precisar que los miembros de la DICAPI, 
siendo parte de las FF. AA., cumplen funciones de seguridad y control interno sin 
tener la necesidad de operar mediante una autorización presidencial expresa, ni en 
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zonas declaradas en emergencia para apoyar a la PNP. Los miembros de la DICAPI, 
en determinado momento, necesitan hacer uso de la fuerza no como el resto de los 
miembros de las FF. AA., sino como AMN para cumplir sus funciones en pleno Estado 
de Derecho. Según el Decreto Legislativo 1147 (DL 1147), “Decreto Legislativo que 
regula el fortalecimiento de las FF. AA. en las competencias de la AMN – DICAPI,” las 
principales funciones de la AMN son: velar por la seguridad y protección de la vida 
humana en el medio acuático; prevenir y combatir la contaminación y la protección 
del medio ambiente acuático; y reprimir las actividades ilícitas en el medio acuático, 
ejerciendo la Policía Marítima, Fluvial y Lacustre, entre otras.

Si se compara la finalidad de la PNP, establecida en el artículo 166 de la CPP, con 
algunas de las funciones principales de la AMN, mencionadas en el párrafo precedente, 
se puede afirmar que ambas están relacionadas -de alguna manera- con el orden 
interno, tal y como se puede apreciar en el siguiente cuadro:

Ministerio del Interior Ministerio de Defensa

Policía Nacional del Perú DICAPI (Autoridad Marítima Nacional)

•	Prestar protección y ayudar a las personas

•	Prestar protección y ayudar a la comunidad

•	Observar el cumplimiento de las leyes

•	Brindar seguridad del patrimonio público y 
privado

•	 Velar por la seguridad y protección de la vida 
humana

•	 Proteger el medio ambiente

•	 Reprimir las actividades ilícitas

•	 Prevenir y combatir la contaminación del medio 
acuático

De acuerdo con el DL 1147, el ámbito de aplicación de la AMN es amplio e incluye: (1) el 
medio acuático, comprendido por el dominio marítimo y las aguas interiores, así como 
los ríos y lagos navegables; (2) las zonas insulares, incluidas las islas ubicadas en el medio 
acuático nacional; (3) los terrenos ribereños hasta los 50 metros medidos a partir de la línea 
de más alta marea del mar y las riberas hasta la línea de más alta crecida ordinaria en los 
márgenes de los ríos y lagos navegables; (4) las naves y embarcaciones que se encuentren 
en aguas jurisdiccionales peruanas, las de bandera nacional que se encuentren en alta 
mar o en aguas jurisdiccionales de otros países; (5) los artefactos navales e instalaciones 
acuáticas en el medio acuático; (6) las personas naturales y jurídicas cuyas actividades se 
desarrollen o tengan alcance en el medio acuático sin perjuicio de las atribuciones de los 
sectores y organismos autónomos competentes; y (7) el tráfico acuático.

Sin embargo, el tener un Cuerpo especializado de la Marina de Guerra cumpliendo 
funciones como AMN (que interactúa con miembros de la comunidad marítima, 
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verificando la observancia a las leyes nacionales e internacionales en un ámbito de 
aplicación tan vasto y diverso) y no disponer de una legislación adecuada y clara 
respecto al uso de medios coercitivos para sus miembros, resulta, eufemísticamente 
hablando, contradictorio.

Alcances Legales sobre el Ejercicio de la Autoridad Marítima 

De acuerdo al Decreto Legislativo 1138, “Ley de la Marina de Guerra del Perú (MGP),” 
dicha Institución, a través de la DICAPI, ejerce la Autoridad Marítima, Fluvial y 
Lacustre a nivel nacional. La DICAPI es uno de los cuatro órganos de línea de la MGP, 
existiendo ordenamientos jurídicos que han normado su estructura, funcionamiento 
y tareas a lo largo de su historia, la misma que se inicia el año 1969 con la creación del 
Cuerpo de Capitanías y Guardacostas. Asimismo, el DL 1147 establece disposiciones 
para el ejercicio de la Autoridad Marítima en todo el ámbito acuático nacional (mar, 
ríos y lagos navegables). De igual manera, se establece que la Autoridad Marítima 
está facultada para ejercer la Policía Marítima, Fluvial y Lacustre, como parte de las 
Operaciones Guardacostas, a fin de aplicar y hacer cumplir las normas vigentes.

En ese contexto, el ejercicio de la Autoridad Marítima se realiza por medio 
de la DICAPI, quien, a su vez, actúa a través del Director General de Capitanías 
y Guardacostas (a nivel nacional), los Jefes de los Distritos de Capitanías (a nivel 
regional) y los Capitanes de Puerto (a nivel local). Igualmente, para el ejercicio 
de sus funciones, la AMN cuenta con personal y medios (Unidades Guardacostas) 
debidamente identificados, como requisito indispensable para ejecutar los actos 
jurídicos que le son facultados de acuerdo a ley. En este punto es importante recalcar 
la separación legal de estos dos elementos (el personal y los medios) para el ejercicio 
de la Autoridad Marítima. 

Al respecto, el ejercicio de la Autoridad es un acto jurídico público que está supeditado 
a condiciones, deberes, funciones y obligaciones legales por parte de los funcionarios 
públicos respectivos.7 Asimismo, legalmente, el ejercicio de la Autoridad se ejerce a 
través de personas, no a través de los medios, por ser estos simples objetos.8 Los 
medios son plataformas de ayuda para ese ejercicio, no pudiendo ser sujetos de 
derechos ni de obligaciones jurídicas. En ese orden de ideas, la responsabilidad tanto 
del ejercicio de la Autoridad Marítima como la función de Policía Marítima no recae 
en las Unidades sino, exclusivamente, en el personal de la AMN. 
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Puntualmente, para el caso del personal, el Decreto Ley N° 17824 del año 1969 -mediante 
el cual “Crean el Cuerpo de Capitanías y Guarda-costas como Cuerpo Auxiliar de 
Marina de Guerra”- consideró que, debido al incremento de las actividades marítimas, 
resulta imperiosa la necesidad de contar con un Cuerpo adecuadamente organizado, 
adiestrado y equipado. Desde entonces, la DICAPI, en concordancia con el DL 1147 
y su reglamento, ejerce la Autoridad Marítima. Posteriormente, en la Doctrina de 
Operaciones de la Autoridad Marítima Nacional se denomina a dicho personal como 
“personal Guardacostas.”

Para el caso de los medios, la DICAPI cuenta con Unidades Guardacostas debidamente 
identificadas. Adicionalmente, el reglamento del DL 1147 establece que la MGP, a 
requerimiento de la DICAPI, puede asignarle sus propios medios (Unidades no 
Guardacostas) para cumplir las funciones que le asigne esa Autoridad. Asimismo, se 
especifica que cualquier Unidad de la MGP que detecte indicios de ilícitos en el medio 
acuático podrá efectuar intervenciones, previo conocimiento y autorización de la 
DICAPI, para reprimirlos conforme a los procedimientos establecidos por la AMN, y 
en cumplimiento a la legislación vigente. Como ejemplo de dichos procedimientos, 
se puede efectuar el Cambio del Control Operacional del buque no Guardacostas 
para que opere bajo el control de la AMN, entre otros. En ese sentido, las Unidades 
no Guardacostas que se involucren en el acto jurídico del ejercicio de la Autoridad 
Marítima, también deberán estar plenamente identificadas como tales.

Para ambas situaciones, ya sea la ejecución de Operaciones Guardacostas mediante 
Unidades Guardacostas o no, el ejercicio de la Autoridad Marítima se realiza a través 
de la función de Policía Marítima. Igualmente, el reglamento del DL 1147 define el acto 
jurídico público de represión de las actividades ilícitas como acciones ejecutadas por 
la AMN para impedir dichas actividades en el ámbito de su competencia. Al respecto, 
es pertinente prestar especial atención al caso de la represión de actos ilícitos. Dicha 
acción debería enmarcarse dentro la figura jurídica de la flagrancia, que en estricto se 
da cuando un sujeto es sorprendido y detenido en el momento de efectuar el hecho 
delictivo. Asimismo, se puede enmarcar en la cuasi flagrancia, que es cuando el individuo 
es capturado después de ejecutado el hecho delictivo, siempre y cuando no se le haya 
perdido de vista y haya sido perseguido desde la realización del delito. De igual manera, 
se podría enmarcar en la flagrancia presunta, que es cuando la persona es intervenida 
por la existencia de datos que permiten intuir su intervención.9 En el Perú, la flagrancia 
está regulada en el Decreto Legislativo 1194 y cuenta con un protocolo de actuación 
interinstitucional, aprobado mediante el Decreto Supremo N° 003-2016-JUS.
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La función de Policía Marítima, a cargo de la AMN, no sustituye las competencias 
constitucionales otorgadas a la PNP, sino que las complementa. Por ejemplo, cuando una 
Unidad Guardacostas, en la milla 180 frente a las costas peruanas, detectase un ilícito en 
flagrancia, deberá actuar para reprimirlo, pudiendo –ocasionalmente- hacer uso de la 
fuerza. Como es entendible, a esa distancia no está disponible la PNP ni el Ministerio Público. 
En todo caso, al arribar a puerto, luego de días de navegación, la Unidad Guardacostas 
deberá entregar y poner a disposición de dichas autoridades todo lo actuado.

Cabe recalcar que la competencia legal en materia penal contra estos actos ilícitos 
recae en las fiscalías especializadas, reguladas por el nuevo código procesal penal, 
el mismo que considera una fuerte carga probatoria e intenta garantizar el debido 
proceso legal.10 Durante las Operaciones Guardacostas de Policía Marítima, el hecho 
de no evidenciarse el debido proceso legal podría acarrear situaciones de denuncias 
penales; por ejemplo, por abuso de autoridad o en su defecto por omisión del deber 
funcional.11 Asimismo, el acto jurídico público del ejercicio de la Autoridad Marítima -a 
través de la función de Policía Marítima- deberá cumplir con los requisitos esenciales 
para la ejecución de dichos actos, si se evidencia que: la autoridad está debidamente 
legitimada; la autoridad opera dentro del ámbito de su competencia; y la autoridad 
opera en el marco de los procedimientos formalmente establecidos y que dichos actos 
estén sometidos al principio de la legalidad.12 

El siguiente cuadro integra las dos situaciones antes descritas para Unidades no 
Guardacostas con los requisitos del acto jurídico, entendiéndose que las Unidades 
Guardacostas cumplen con dichos requisitos por su propia naturaleza, con excepción 
de las RUF establecidas:

Situaciones Autoridad 
legítima

Ámbito de 
Competencia

Procedimientos 
Establecidos

Legalidad

Unidad no 
Guardacostas 
asignada a la 
DICAPI, a su 
requerimiento

Comando 
Operacional 
formal de la 
DICAPI

Tareas 
encomendadas 
por la DICAPI

•	 Cambio 
operacional

•	 Orden de 
operaciones

•	 Personal 
Guardacostas 
embarcado

•	 Debida 
identificación del 
personal 

•	 Debida 
identificación de 
la Unidad 

•	 RUF establecidas

•	 Flagrancia

Unidad no 
Guardacostas en 
acciones y tareas 
propias de su 
Fuerza

•	 Identificación 
plena de la 
ilicitud 

•	 Autorización de 
la DICAPI

Represión de 
actividades ilícitas

•	 Orden de 
operaciones 
para el personal 
Guardacostas 
embarcado
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Por consiguiente, aunque el Estado le asigna a la Autoridad Marítima funciones de 
Policía Marítima, no le dota de una adecuada herramienta legal coercitiva para el 
cumplimiento de sus funciones, particularmente las relacionadas al uso de la fuerza.

Doctrina Internacional para el Empleo de la Fuerza 

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas, los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley son todos aquellos agentes que ejercen funciones de policía, 
especialmente con facultades de arresto o detención. En los países en donde las 
autoridades militares ejercen funciones de policía, ya sean uniformadas o no, 
se considera que la definición de “funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley” también les involucra. Asimismo, un adecuado uso de la fuerza se encuentra 
directamente relacionado con, al menos, tres componentes: la oportunidad en que 
esta debe utilizarse; el tipo y cantidad de fuerza que corresponde emplear; y la 
asignación de responsabilidades que debe existir por su uso.13 Igualmente, en todas 
las actividades destinadas a hacer cumplir la ley, las autoridades deben observar los 
principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad y precaución.14

La DICAPI – AMN, al ser una organización híbrida, no solo ejecuta misiones militares, 
sino también misiones civiles, como la represión de actividades ilícitas, búsqueda y 
rescate de personas en el medio acuático, protección medio ambiental, entre otras. Para 
ello, cuando llevan a cabo misiones de cumplimiento de la ley, la DICAPI -como AMN- 
debe operar bajo los términos que se establezcan para las RUF, mientras que cuando 
deba cumplir misiones militares, como parte de las Operaciones de los Comandos 
Operacionales, el personal Guardacostas debe cumplir con las REN derivadas de las 
directrices reguladas por el Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas. 

Si bien es cierto que la DICAPI cuenta con normativas internas que establecen pautas 
generales para las RUF, es imprescindible contar con una norma con la jerarquía legal 
necesaria que cubra el vacío legal que deja la carencia de una regulación específica. 
Dicha situación permitirá realizar el acto jurídico del ejercicio de la Autoridad Marítima 
dentro del debido proceso legal, manteniendo al personal protegido legalmente y 
dotado de la seguridad jurídica necesaria para el cumplimiento de sus funciones. 
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Conclusiones

En los últimos años, el Perú ha venido experimentando un favorable crecimiento 
económico, impactando en el bienestar de gran parte de su población. El auge de la 
economía nacional proviene, principalmente, de las exportaciones, las cuales en más 
de un 90 % se desarrollan por el medio marítimo. Por consiguiente, se requiere una 
permanente capacidad de vigilancia y control de las actividades que se desarrollan en 
dicho medio por parte de fuerzas especializadas, como la AMN. Sin embargo, para el 
cumplimiento de sus funciones, la AMN no cuenta con una legislación adecuada para 
el empleo de la fuerza, disminuyendo -de cierta manera- su capacidad de respuesta. 

Si bien es cierto que los miembros de la AMN tienen el deber de hacer cumplir la ley, 
también es cierto que tienen el derecho de contar con reglas claras, específicamente 
para el uso de la fuerza, las mismas que los salvaguarden de las responsabilidades 
legales en el cumplimento de sus funciones. Al respecto, cabe resaltar que tanto los 
miembros de las FF. AA. (con el DL 1095), como los miembros de la PNP (con el Decreto 
Legislativo N° 1186) cuentan con RUF específicas y claras, siendo necesario dotar 
también a la AMN con una regulación de igual jerarquía legal, acorde con los principios 
de los derechos humanos y con el tipo de operaciones y escenarios en los que opera. 
Esta regulación, adecuada y especial, permitirá legitimar el accionar del personal 
Guardacostas, particularmente para hacer uso de la fuerza durante la ejecución de 
Operaciones Guardacostas de Policía Marítima, dentro del debido proceso.
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